LA 
OSA 


«EA 


1 


Guillermo 
Parvex 


Índice 
Cubierta 
Introducción 
Territorio original de Chile 
Tratado de Paz, Amistad, Comercio y Navegación de 1856 
Chile entrega Río Gallegos y comienza a negociar la Patagonia 
La Patagonia, el precio de la neutralidad 
La pérdida de la puna de Atacama 
Los creativos cartógrafos 
Insólito reclamo por «ocupación chilena de islas del Beagle» 
El arbitraje de Gran Bretaña 
Operación Soberanía, el punto más álgido de las relaciones bilaterales 
Tratado de 1984: «Ya no quedan problemas pendientes» 
Entrega de Laguna del Desierto y el perito argentino que cambió el curso 
de un río 
Campos de Hielo Sur 
Plataforma continental extendida: mirando hacia la Antártica 
Referencias 
Créditos 


Introducción 


Chile no es un país que se caracterice, precisamente, por tener políticas de 
Estado continuas. Todo cambia según el gobierno de turno, pero hay una 
excepción: la política de relaciones exteriores respecto a Argentina, que se ha 
mantenido prácticamente inalterable a través de la historia: siempre 
claudicante, adjetivo no menciono yo, sino que muchos exdiplomáticos 
chilenos y de otros países vecinos con los que he analizado este tema. 

Desde mediados del siglo xix, cuando comienza el afán expansionista 
trasandino, Chile siempre cedió, optando por el rol del buen vecino, del 
hermano generoso, de aquel que valora más la amistad que un trozo de 
territorio. 

Y es justamente esta política exterior chilena la que ha jibarizado a nuestro 
país, que en 1881 tenía una superficie continental de 1 millón 659 mil 
kilómetros cuadrados y hoy solamente 756 mil 626 kilómetros cuadrados. La 
diferencia, casi un millón de kilómetros cuadrados, pertenece hoy a la 
República Argentina. 

Invariablemente, cada vez que Chile ha firmado un tratado limítrofe con 
Argentina, las autoridades y la opinión pública nacional han expresado su 
satisfacción, repitiendo a través de las décadas la conocida frase: «Con este 
nuevo documento se pone fin a cualquier litigio fronterizo, lo que permitirá 
acrecentar la hermandad entre ambas naciones». 

Resulta difícil mantener este discurso, que es más bien un anhelo. Un 
somero repaso a nuestra común historia de diferendos deja de manifiesto que 
desde la primera mitad del siglo xix se han sucedido tratados y protocolos 
que, tras ser aceptados, son cuestionados rápidamente, generando nuevos 
conflictos. 

Creíamos todo solucionado en 1818, también en 1856, pero los conflictos 
continuaron por nuevas reclamaciones territoriales argentinas y así llegamos 
al tratado de 1881, que teóricamente puso fin a todo desencuentro. Al poco 
tiempo vinieron nuevos pactos, protocolos y tratados hasta hoy, cuando nos 
hallamos expectantes ante dos nuevos problemas de frontera, en Campos de 
Hielo Sur y Plataforma Continental Austral. 


Tenemos un muy buen servicio diplomático de carrera, que estoy seguro no 
es el responsable de estos desaciertos. Las decisiones que se han tomado a lo 
largo de la historia han respondido a la visión y decisión del poder político, 
que constantemente ha impuesto su parecer a los profesionales de nuestras 
relaciones exteriores, ya sea a través de la palabra final respecto a una 
situación determinada o a través de embajadores ajenos a la diplomacia, que 
ocupan dichos puestos como pagos a favores políticos. 

Chile, como Estado, ¿seguirá en el futuro esta misma lógica? 

Si así lo hiciere, tendrá que asumir la pérdida de nuestro territorio 
antártico, que posee una superficie de 1 millón 250 mil kilómetros cuadrados, 
además del corte de la continuidad geográfica chilena en Campos de Hielo 
Sur, entregando así a Argentina la salida al fiordo Peel, del océano Pacífico. 

El propósito de esta crónica extendida no es generar un sentimiento 
nacionalista o antiargentino, como tampoco exacerbar los espíritus. La 
finalidad es analizar lo que ha sido nuestra política limítrofe con Argentina y 
pensar qué será de nuestro país de continuar con este manejo, especialmente 
cuando estamos ante dos nuevos conflictos limítrofes, que podrían tener 
graves consecuencias para nuestra integridad territorial. 

Con esta breve recopilación no deseo despertar odiosidades, sino conciencia 
acerca de una relación que podría ser más equilibrada en el futuro. 


Guillermo Parvex 


Territorio original de Chile 


En 1810, Simón Bolívar propuso que las nuevas naciones hispanoamericanas, 
antes bajo el dominio español, se siguieran rigiendo por el Uti Possidetis Juris 
(usarás lo que posees con acuerdo al derecho o a la ley), es decir, el territorio 
ya asignado por diversas cédulas reales en la época colonial. 

La excepción fue el Imperio de Brasil, que declaró que seguiría aplicando el 
Uti Possidetis de Facto (usarás lo que posees con acuerdo al hecho). 

Este criterio, aceptado por Argentina y Chile en 1810, fue refrendado por 
O'Higgins y San Martín en 1818. 


Los territorios originales argentinos y chilenos 


El Congreso Nacional Constituyente de 1826, de la entonces llamada 
«Provincias Unidas de La Plata y de la Nación Argentina», fue integrado por 
delegados de «todas las provincias». En este documento fundacional, se 
aprecia claramente que «todas las provincias» eran Buenos Aires (entonces la 
más austral y llegaba hasta el río Salado); Oriental (hoy Uruguay), Entre Ríos, 
Corrientes, Santa Fe, Cuyo, Córdoba, Misiones, Rioja, Tucumán, Salta, Alto 
Perú y Cochabamba. Estas dos últimas provincias pasaron a ser parte del 
Estado de Bolívar, luego llamado Bolivia, nación creada por Simón Bolívar. 

Como se indica, la frontera sur estaba en el río Salado, quedando toda la 
Patagonia, de Atlántico a Pacífico, como perteneciente a Chile, tal como era 
la división colonial. 

Por tanto, los límites de Chile reconocidos por Argentina en 1810, 1818 y 
1826, fueron los siguientes: 

Al norte, el río Loa. 

Al este, la cordillera de Los Andes, desde el extremo norte hasta el volcán 
Maipo (situado frente a Santiago). De allí, la línea fronteriza seguía el curso 
del río Diamante hacia el este hasta el punto en que este río se unía con el río 
Quinto, prosiguiendo paralelamente a la costa Atlántica hasta el río Chubut y 
de ahí al Polo Sur. 

Esta delimitación, que claramente entregó a pleno dominio chileno toda la 
Patagonia, fue elaborada en base a las Reales Cédulas de 1554, 1555 y 1558. 


En un período de la Colonia, el territorio chileno llegó a ser aún mayor que 
el ya descrito, ya que las actuales provincias argentinas de Mendoza y 
Tucumán pertenecieron a la Capitanía General de Chile. 

Como lo acordado por los próceres de nuestras independencias fue respetar 
el territorio ocupado por nuestros países al momento de romper sus lazos con 
España, no cabe en este análisis considerar como chilenos esos territorios. 

Lo anterior, porque la Corona española separó de Chile la Gobernación de 
Tucumán, mediante Real Cédula de 1563 y, más tarde, el rey Carlos III hizo 
lo mismo con Cuyo, que fue incorporado al Virreinato del Río de la Plata en 
1776. 

Pero, conforme a toda la documentación histórica, la Corona nunca separó 
la Patagonia del Reino de Chile. Por ende, hacia 1810, cuando se inicia el 
proceso independentista, este territorio pertenecía a la Capitanía General de 
Chile y en 1818, cuando se consolida la independencia, formaba parte de la 
República de Chile. 

La totalidad de la Patagonia figuraba bajo el nombre de «Chile Moderno» 
en el mapa oficial del Reino de España, de Cano y Olmedilla, de 1775. En 
otra carta, elaborada en España en 1786, la misma zona aparece bajo el 
nombre de «Chile Oriental». 


La pretensión trasandina 


Desde los primeros años republicanos, la colonización del estrecho de 
Magallanes y las tierras circundantes fueron una preocupación de las 
autoridades y particularmente de Bernardo O'Higgins. 

Desde su exilio en Perú, O'Higgins sostuvo un intercambio epistolar con las 
autoridades chilenas, en el que manifestó su interés de que Chile ejerciera la 
soberanía que le correspondía en estos territorios. 

Dos meses antes de su muerte, el 4 de agosto de 1842, O'Higgins escribió a 
Ramón Luis Yrarrázaval Alcalde, por entonces ministro del Interior y 
Relaciones Exteriores, proponiéndole un plan de colonización. Este incluía el 
asentamiento de población chilota en el territorio magallánico y el 
establecimiento de un servicio de vapores regulares a la zona, que permitiera 
el sostenimiento de los colonos. 

Ese mismo año, el gobierno de Manuel Bulnes comenzó a tomar medidas 
para marcar soberanía de manera efectiva en la región de Magallanes, que 


formaba parte del territorio nacional, pero que seguía despoblada. 

Domingo Espiñeira fue designado intendente de Chiloé, con la misión de 
estudiar la región magallánica y la mejor forma de ocupar su territorio. Para 
cumplir este objetivo, Espiñeira dispuso la construcción de una goleta, que 
fue bautizada como Ancud, que inició viaje al mando del capitán de fragata 
Juan Williams Rebolledo con destino al estrecho de Magallanes. En la goleta 
viajaba también el explorador prusiano Bernardo Philippi, quien luego ocupó 
el cargo de gobernador de la colonia de Magallanes. 

El 21 de septiembre de 1843 los marinos y colonos desembarcaron en 
Punta Santa Ana, ubicada en la ribera del estrecho de Magallanes. Un mes 
después, el 30 de octubre de 1843, Juan Williams inauguró allí el Fuerte 
Bulnes, que tomó ese nombre en homenaje al Presidente de la República que 
había dispuesto la misión. 

Sin embargo, el sitio escogido no reunía las condiciones para iniciar el 
desarrollo de tareas agrícolas, por lo que en 1848 las autoridades decidieron 
mantener el Fuerte Bulnes como enclave militar, pero trasladaron la colonia 
al lugar denominado Punta Arenas, asumiendo la villa igual nombre. 

Luego de esto ocurrió la primera muestra de las maniobras expansionistas 
trasandinas, que se han ido reiterando a través del tiempo. 

En 1847, el mandatario argentino Juan Manuel de Rosas protestó por la 
ocupación chilena del estrecho de Magallanes, pese a que estaba dentro del 
territorio chileno, acordado en 1810 y ratificado en 1818. 

Esta fue la primera vez que el gobierno argentino alegó derechos en el 
Estrecho y sus costas, y reclamó insistentemente por la fundación del Fuerte 
Bulnes, supuestamente levantado en territorio argentino. 

No se cumplían los treinta años desde que ambos países acordaron 
mantener como frontera aquella existente antes de la independencia, y ya 
Argentina estaba cuestionando dicho acuerdo y buscando su expansión hacia 
el sur. 

Argentina había instalado, artificialmente, el primer conflicto limítrofe con 
Chile, viviéndose entre 1843 y 1859 una tensa situación que deterioró las 
relaciones entre ambos países. 


Tratado de Paz, 
Amistad, Comercio y Navegación 
de 1856 


El 30 de agosto de 1855, en Santiago, se firmó el denominado Tratado de Paz, 
Amistad, Comercio y Navegación entre la República de Chile y la 
Confederación de Argentina. 

Se denominó «de 1856», porque comenzaba a regir ese año, con una 
duración de doce años, que podrían prorrogarse. 

En sus cuarenta artículos se establecen con claridad las relaciones de cada 
gobierno con los ciudadanos del otro, los sistemas de impuestos, de correos, 
de banderas de navegación, de aduanas, extradiciones judiciales, propiedades 
de ciudadanos de un país en el otro, etcétera. 

Solamente uno se refiere a límites, pero no a algún tipo de disputa 
territorial, sino que reafirma el reconocimiento a la delimitación colonial. 
Este es el artículo 39, que señalaba textualmente: 

«Ambas partes contratantes, reconocen como límites de sus respectivos 
territorios, los que poseían como tales al tiempo de separarse de la 
dominación española el año 1810, y convienen en aplazar las cuestiones que 
han podido o pueden suscitarse sobre esta materia, para discutirlas después 
pacífica y amigablemente, sin recurrir jamás a medidas violentas, y en caso 
de no arribar a un completo arreglo, someter la decisión al arbitraje de una 
nación amiga». 

Después de la firma del Tratado de 1856, al no haber reclamaciones de 
límites, cada República poseía territorialmente lo mismo que le correspondía 
desde tiempos coloniales al momento de independizarse. 

Nótese que este tratado fue firmado por Argentina trece años después de 
que Chile instalara su fuerte en el Estrecho, de lo que claramente se infiere 
que Buenos Aires no objetó la existencia del Fuerte Bulnes ni de la colonia de 
Punta Arenas, dejando de este modo meridianamente aclarado que estaban en 
territorio chileno. 


Primera violación al tratado 


Sin embargo, la violación del mismo acuerdo de 1856 vino a producirse tres 
años después, en 1859, cuando Argentina intentó la colonización del Estrecho 


e inició una agresiva reclamación de ese territorio. 

El mandatario Justo José Urquiza ordenó fundar una colonia indígena 
dirigida por autoridades argentinas, junto al estrecho de Magallanes, en el 
lugar denominado San Gregorio. 

Para esto, se valieron de los servicios del marino Luis Piedrabuena, quien 
llevó a seis familias tehuelches que eran parte de su servidumbre en la isla 
fluvial Pavón, situada en el río Santa Cruz, que le había sido obsequiada por 
Justo Urquiza. 

La instalación de este enclave en territorio claramente chileno dio origen a 
una seguidilla de notas de protesta del Presidente Manuel Montt. Estas, 
finalmente, llevaron al gobierno argentino a desarmar el enclave y devolver a 
las seis familias tehuelches a la estancia de Piedrabuena en la isla Pavón. 

Aunque se dio pie atrás en este intento de sentar soberanía en el Estrecho, 
el poder ejecutivo argentino inició a través de la prensa y de sus autoridades 
una persistente campaña tendiente a despertar los sentimientos patrióticos de 
la ciudadanía, que hasta entonces no tenía gran conocimiento o interés por 
las regiones patagónicas que se atribuyó Buenos Aires. 

Por un lado, se exaltó el convencimiento de que la Patagonia le pertenecía 
de punta a punta, y por otro se alegó de que Chile había hecho una invasión 
paulatina de ese territorio desde 1843. 

Cuando llegó 1873 el problema limítrofe con la República Argentina aún se 
encontraba sin solución. La debilidad chilena permitió que el país trasandino 
mejorara su posición, sin que se formularan reclamos por las ocupaciones 
argentinas en la zona de Chubut y Santa Cruz. 

El ministro de Relaciones Exteriores, Adolfo Ibáñez Gutiérrez, invitó al 
representante diplomático argentino Félix Frías a buscar una solución, 
proponiéndole que Chile administrase el territorio patagónico al sur del río 
Deseado (en la zona norte de la provincia de Santa Cruz, que nace cerca del 
lago Buenos Aires), mientras que Argentina lo haría con la zona al norte de 
dicho cauce de agua. 

Frías propuso una línea que cercenaba el Estrecho en la bahía Pecket 
dejando a Chile la península de Brunswick. Esta línea por el norte iba a la 
cordillera de Los Andes y corría por el medio del estrecho de Magallanes, 
penetrando por el seno Almirantazgo cortaba en dos la Tierra del Fuego. 
Todo lo propuesto por Chile fue rechazado por la Casa Rosada, a pesar de la 
documentación presentada por nuestro país que afirmaba los claros e 


indiscutidos títulos que daban a Chile el derecho a la totalidad de la 
Patagonia. 

Mientras esto ocurría, Buenos Aires proseguía en su política de penetración 
patagónica con el otorgamiento de nuevas concesiones de terrenos, 
presentando incluso un proyecto de ley ante el Congreso que administraba la 
Patagonia incluyendo la zona del Estrecho donde estaba Punta Arenas y la 
Tierra del Fuego. 

Los círculos pacifistas chilenos presionaron al Presidente Federico Errázuriz 
Zañartu para que buscara un arreglo que evitara un conflicto mayor. Se 
sugirió a la Argentina un arbitraje, el que fue aceptado. El arbitraje 
formalizado el 24 de agosto de 1874 comprendía la Patagonia, el estrecho de 
Magallanes y la Tierra del Fuego. 

A espaldas de esta posibilidad de acuerdo, Argentina otorgó concesiones de 
grandes extensiones de terrenos en la zona austral a una sociedad de Londres, 
que pretendía colonizar dicha tierra con tres millares de ingleses e irlandeses. 
Para apoyarlos, se había enviado con rumbo a Santa Cruz y Río Gallegos al 
transporte General Brown. 


Chile entrega Río Gallegos y comienza a negociar 
la Patagonia 


En junio de 1873 el gobierno trasandino envió al Congreso un proyecto de ley 
sobre colonización, que comprendía toda la Patagonia desde Río Negro hasta 
el estrecho de Magallanes. El ministro de Relaciones Exteriores de Chile, 
Adolfo Ibáñez, a través del embajador en Buenos Aires, Guillermo Blest Gana, 
entregó el 25 de junio de 1873 una nota de protesta, señalando: «Chile no 
consentirá acto alguno que amengúe su soberanía en toda la extensión de los 
territorios de que se encuentra en actual y pacífica posesión y que tienen su 
límite natural en el río Santa Cruz». 

Ante esta iniciativa trasandina, el canciller Ibáñez dispuso la ocupación por 
Chile, en forma efectiva, de la región del río Gallegos, encargando de ello al 
gobernador Óscar Viel. 

Viel, rápidamente, organizó una expedición de colonos con los materiales 
necesarios para levantar allí un edificio para la guarnición y una pequeña 
población, embarcando todo en la balandra Anita, de propiedad de José 
Nogueira. 

Una vez allí, el gobernador Viel fundó la nueva población, dejando en 
Gallegos cuatro soldados con el encargo de vigilar y proteger las 
construcciones. Esto fue publicado por el diario La Patria, causando alegría en 
los chilenos, pero una gran molestia al agente argentino Frías, quien protestó 
alegando que esta iniciativa constituía una violación de los acuerdos pactados 
por ambas naciones, sin especificar a qué acuerdos aludía, pues no los había. 

Las autoridades chilenas se sintieron intimidadas o apocadas ante la 
bravuconada de Frías que invocaba la violación de un acuerdo inexistente. 

En vez de hacer presente que ese territorio era chileno desde la creación de 
la República, reaccionaron pasivamente. El Presidente Federico Errázuriz 
ordenó suspender los trabajos de construcción de la villa, desmontar la casa 
construida como cuartel y demoler —aunque esto no se concretó— la casa de 
adobes levantada como oficina de gobierno. 

Cabizbajos, los colonos y los soldados tuvieron que abandonar Río 
Gallegos, que era parte de Chile, ante una potente protesta argentina, basada 
en un falso supuesto jurídico. 


Invitación a Argentina para unirse con Perú y Bolivia 


En febrero de 1873 se firmó en Lima el Tratado Secreto Militar entre Perú y 
Bolivia. El 20 de mayo, el embajador de Perú en Buenos Aires, Manuel 
Yrigoyen, por instrucciones del canciller limeño José de la Riva Agiiero, se 
reunió con el ministro de Relaciones Exteriores argentino, Carlos Tejedor, 
para darle a conocer la existencia de este pacto militar e invitar a Argentina a 
ser parte de él. 

En esta reunión, Irigoyen hizo presente el máximo interés del Presidente 
del Perú, Manuel Pardo, para que los argentinos se integraran a esta 
organización militar, considerando que ellos, al igual que Bolivia y en cierta 
medida Perú, tenían problemas con Chile. 

El canciller argentino se reunió ese mismo día con el mandatario 
trasandino, Domingo Faustino Sarmiento, para exponerle la oferta peruana. 

Sarmiento —no obstante que en la época de su destierro fue generosamente 
acogido en Chile y formó pareja con la chilena María Jesús del Canto, con 
quien tuvo a su única hija, también chilena, Ana Faustina Sarmiento— tardó 
solamente unas horas en aprobar el ingreso de Argentina a este pacto secreto 
contra Chile, considerando que era un muy buen mecanismo para solucionar 
de una vez todos los problemas limítrofes pendientes. 

Sarmiento envió al Congreso, reservadamente, el documento de la adhesión 
argentina al Tratado Secreto Militar. El tema fue presentado a los 
parlamentarios por el canciller Tejedor, quien puso énfasis en que este era el 
mejor camino para que la Patagonia fuera argentina, desde el sur de Río 
Negro hasta el cabo de Hornos. Tejedor, en su exposición, dijo que ir a un 
arbitraje por este litigio era muy delicado para Argentina y con altas 
probabilidades de perderlo y, por ello, la presión que representaba ser parte 
de este pacto militar con Perú y Bolivia era el mejor curso de acción. 

La adhesión al pacto fue aprobada en la Cámara de Diputados por 48 votos 
a favor y 18 en contra. Además, en la misma sesión, se aprobó un fondo 
extraordinario de 6 millones de pesos nacionales, para «la guerra que se 
sostendría con Chile». 

En el Senado argentino se estancó la tramitación de este pacto, ya que los 
senadores se mostraron partidarios a aprobarlo, siempre que Bolivia 
reconociera el «Uti Possidetis Juris» de 1810, que permitiría la devolución a 
Argentina de los territorios que antes le pertenecieron y que les fueron 
quitados por Bolívar para crear Bolivia, las antiguas provincias de Alto Perú y 


Cochabamba. 

Con esto se entrampó más la discusión parlamentaria, ya que desde la 
Cancillería hicieron saber a los senadores que, si Argentina exigía el «Uti 
Possidetis Juris» a Bolivia, entonces Argentina también debía aceptar este 
principio y con ello perder cualquier expectativa sobre la Patagonia. 

El canciller peruano, Aníbal de la Torre, insistió ante Argentina el 22 de 
abril de 1875, para que se ratificara la adhesión de Buenos Aires al pacto 
militar secreto. 

Sin embargo, en agosto de ese año la Cancillería británica hizo saber 
reservadamente a sus pares de Perú y Argentina que se tenían antecedentes 
de que Chile —a sabiendas de la existencia de este Tratado Secreto entre Perú 
y Bolivia y de la invitación a Argentina para que ingresara— estaba en 
avanzadas conversaciones con Brasil para realizar un pacto similar. 

El informe inglés agregaba que, si Argentina, Perú y Bolivia agredían 
militarmente a Chile, el Imperio de Brasil tomaría posesión de Montevideo 
para anexarlo a su territorio. Además, garantizaría para Chile la Patagonia y 
la provincia marítima que antes le perteneció y que ahora ocupaba Bolivia. 
En compensación por la devolución de Antofagasta, Brasil garantizaría a 
Bolivia una salida al mar por el puerto peruano de Moquehua, que pasaría a 
ser parte de Bolivia. 

Ante el temor de una alianza entre Brasil y Chile, y no obstante todas las 
presiones del nuevo mandatario argentino, Nicolás Avellaneda, el Senado no 
ratificó la adhesión argentina al pacto secreto. 

La versión más creíble sobre el informe británico es que no tenía ningún 
fundamento y que el Reino Unido lo urdió para impedir el ingreso de 
Argentina a una eventual guerra contra Chile, aliada con Perú y Bolivia. 


Las actuaciones de Barros Arana 


En 1874 la Cancillería chilena había logrado imponer el arbitraje a la 
Argentina, país que había postergado su constitución, la que luego el 
Presidente Nicolás Avellaneda desahució por completo, quedando paralizadas 
las negociaciones, pero el país vecino prosiguió sus avances haciendo nuevas 
concesiones de terreno. 

Presionado por los que propiciaban mantener a toda costa la hermandad 
con Argentina, Chile designó para negociar al intelectual Diego Barros Arana. 


Barros no había visitado nunca la zona patagónica, pero hay que reconocer 
que asumió esta misión con un sesgo, ya que tenía la peor impresión de este 
territorio, que lo consideraba inútil y estéril, lo que quedó reflejado en sus 
escritos en que lo calificó como «lo peor de la naturaleza». 

Sin embargo, me excluyo de aquellos que con cierta liviandad pretenden 
culpar exclusivamente a Barros Arana de la pérdida de estos territorios, ya 
que él no tenía poderes absolutos y actuó conforme a las instrucciones del 
gobierno chileno. 

En principio se buscaba un arreglo directo y esa era precisamente la misión 
que llevaba Barros Arana. Entre las atribuciones de negociación que le había 
otorgado el gobierno chileno, estaba el ceder a Argentina los derechos 
nacionales, «en aras de la histórica hermandad», en el territorio situado al 
norte del río Santa Cruz, a cambio de su reconocimiento a la soberanía 
chilena en la región ubicada al sur de dicho río. 

Si esta posición chilena era rechazada por la parte argentina, se había 
autorizado otra aún peor, consistente en la entrega a Argentina de la línea 
formada por la desembocadura del río Gallegos y la paralela al grado 52 
hasta Los Andes, como límite norte de la soberanía chilena en la Patagonia 
Austral. En esta segunda opción se cedería a Argentina casi la totalidad de la 
Patagonia oriental. 

Pero como en pedir no hay engaño, según reza el dicho popular, el 
canciller argentino Bernardo de Irigoyen rechazó ambas propuestas tan 
perjudiciales para los intereses chilenos. 

Barros Arana acogió una contrapropuesta trasandina, que no era otra cosa 
que la división de la Patagonia desde el océano Atlántico hasta la Cordillera y 
la división de Tierra del Fuego, de norte a sur, desde el cabo Espíritu Santo 
hasta el canal Beagle. Obviamente, esta propuesta argentina fue rechazada de 
plano por Chile. 

Cuesta entender esta tímida negociación chilena, considerando que estaba 
en plena vigencia el Tratado de 1856, que reafirmaba la propiedad de Chile 
sobre toda la Patagonia y su costa atlántica, además de la totalidad de Tierra 
del Fuego. 

Esta debilidad nacional contrastó con la sólida y tenaz política argentina de 
seguir expandiendo su territorio, cualquiera fuese la tendencia del gobierno 
de turno en la Casa Rosada. 


Riesgo de enfrentamiento 


Aunque toda la Patagonia, según los tratados vigentes, era chilena, Argentina 
instó a colonos de diversas nacionalidades a instalarse en este suelo, con su 
patrocinio. 

Entre otras actividades, el Presidente argentino Nicolás Avellaneda, en 
1876, autorizó concesiones para la explotación de guano en Monte León, 32 
kilómetros al sudoeste de la desembocadura del río Santa Cruz, donde se 
levantó un campamento de faenas y una población. 

Este territorio, para aclarar, era chileno, por lo que La Moneda al tomar 
conocimiento de esta situación despachó a la costa atlántica a la corbeta 
Magallanes, al mando del capitán Juan José Latorre. 

El buque de guerra llegó al puerto chileno de Santa Cruz el 27 de abril, y 
procedió de inmediato a apresar el carguero de bandera francesa Jeanne 
Amélie, que llevaba guano extraído en territorio chileno con permisos e 
impuestos pagados al gobierno argentino... reconocido claramente por el 
vigente Tratado de Paz, Amistad, Comercio y Navegación de 1856. 

Dada esta actividad extractiva ilegal en suelo nacional, La Moneda dispuso 
la mantención de control marítimo en el litoral atlántico de la Patagonia, el 
que se mantuvo hasta fines de 1878. 

Argentina, a través de sus parlamentarios y autoridades del poder 
ejecutivo, y valiéndose de la prensa, lanzó una virulenta y tergiversadora 
campaña, acusando a Chile de estar apropiándose de su territorio patagónico, 
lo que para cualquier persona que hubiese observado un mapa oficial de esa 
época habría constituido una falacia. 

Esto generó un colectivo sentimiento antichileno y llovieron las presiones 
sobre las autoridades para «recuperar» dichos territorios. 

Dadas las cada vez más tensas relaciones con Bolivia, Chile debió suspender 
dicha vigilancia atlántica, para concentrar sus naves de guerra en el Pacífico, 
a contar de noviembre de 1878. 

Esto fue aprovechado por las autoridades trasandinas que, al enterarse del 
retiro del patrullaje naval chileno, enviaron una pequeña flotilla fluvial —ya 
que en esa época no tenían una flota de guerra oceánica— al mando del 
marino español Luis Py, integrada por el monitor Los Andes, la bombardera 
Constitución y la cañonera Uruguay. 

Estas tres pequeñas naves arribaron al puerto de Santa Cruz el 1 de 
diciembre de 1878, sin encontrar ninguna resistencia, ya que estaba 


deshabitado. El español Py ordenó izar la bandera argentina en la cumbre del 
cerro Misioneros, anexando de esta forma este sector chileno a Argentina. 

El ministro del Interior de Chile, Belisario Prats, ordenó poner en pie de 
guerra a la escuadra y su zarpe al sur. Esto no se pudo cumplir por 
encontrarse en un punto álgido las relaciones con Bolivia, que mantenía el 
Pacto Secreto de Ayuda Militar con el Perú, en pleno conocimiento de los 
poderes ejecutivo y legislativo chilenos. 


La Patagonia, el precio 
de la neutralidad 


Al iniciarse la Guerra del Pacífico los apetitos argentinos por la Patagonia se 
desbordaron. Tenían plena conciencia de que había que aprovechar el difícil 
momento por el que atravesaba Chile para dar el golpe de gracia y apropiarse 
de todo el ambicionado territorio. 

Mientras las tropas chilenas se desplegaban hacia el norte, Argentina inició 
su denominada «Campaña del Desierto», que no fue otra cosa que la 
sangrienta ocupación del territorio de las pampas, controlado por el cacique 
mapuche chileno Kalfukura, quien mantenía su reinado en la Patagonia 
chilena. 

Esta campaña, impulsada por el Presidente Avellaneda y materializada por 
el general Julio Argentino Roca, buscó la exterminación de los pueblos 
originarios que poblaban la pampa o Patagonia. 

A mediados de 1879, Perú y Bolivia intentaron reiteradamente que 
Argentina se les uniera a su Pacto Militar Secreto y mucho avanzaron en ello. 
Esto habría significado, ni más ni menos, la entrada de Argentina a la Guerra 
del Pacífico, con lo que Chile habría quedado en una delicada situación. 

Los negociadores chilenos se sintieron aún más presionados a obtener la 
neutralidad argentina «a como diera lugar», y siguieron sus deliberaciones 
con sus pares argentinos dando un paso atrás cada día. 

Así se fue redactando el borrador de un nuevo tratado de límites hecho 
prácticamente a voluntad de Buenos Aires. 


Chile estaba en condiciones de oponerse 


Es cierto que durante 1879 y 1880 Chile estaba en difícil situación para 
oponerse a Argentina, pero recordemos que en enero de 1881 se logró la total 
neutralización del ejército y de la marina peruana, poco antes de la ocupación 
de Lima. En cuanto a Bolivia, ya no constituía una amenaza desde el 26 de 
mayo de 1880, después de la Batalla de Tacna, cuando el país altiplánico se 
retiró de la guerra que había generado con su violación a los tratados de 1866 
y 1874. 

En febrero de 1881 ya no existía la Marina de Guerra peruana y se estaban 


formando agrupaciones guerrilleras en la sierra del Perú, que debían ser 
combatidas por destacamentos mucho menos numerosos que las grandes 
divisiones que se emplearon en las campañas de Tarapacá y Lima, en 
consideración a la topografía montañosa del nuevo teatro de operaciones. 

Por esa razón, a partir de febrero de 1881, comenzaron a regresar a la zona 
central y sur de Chile la mayoría de los regimientos, muchos de los cuales 
fueron desmovilizados y otros destinados a la mal llamada «Pacificación de La 
Araucanía». 

Tomando en consideración los relevos de personal en las campañas, Chile 
contaba en esos momentos con el ejército más fogueado, numeroso y con el 
más moderno material de guerra de la región, estimado en unos cincuenta mil 
soldados con la especial característica de que eran veteranos de guerra, con 
una dilatada experiencia en combate. 

Por su parte, la Marina poseía la escuadra más poderosa de América del 
Sur. Hasta ese momento la flota argentina era de tipo fluvial, orientada a 
resguardar sus espacios marítimos con Brasil y Uruguay, y recién al finalizar 
la Guerra del Pacífico empezó a prepararse para operar en terreno oceánico, 
al incorporar al crucero Almirante Brown y algunos buques de transporte. 

La Marina de Chile seguía siendo la que imponía más respeto a nivel 
continental, con sus blindados Cochrane, Blanco y Huáscar; las corbetas 
O'Higgins, Chacabuco y Abtao; las cañoneras Magallanes y Pilcomayo; y la 
moderna flotilla de torpederas, integrada por las naves Colo Colo, Guale, 
Glaura, Tucapel, Quidora, Janequeo, Lauca, Rucumilla, Tegualda y Guacolda; 
y su flotilla de transportes artillados Angamos, Amazona y Toltén. 

Si bien en los dos años anteriores Chile no estaba ciertamente en posición 
de oponerse a las ambiciones argentinas, sí lo estaba claramente a partir de 
marzo de 1881. 

Sin embargo, la Cancillería chilena no defendió con firmeza los derechos 
nacionales y, contando con el poder militar y naval suficiente para disuadir 
—no para generar una guerra— las intenciones argentinas, decidió persistir 
en su búsqueda de la hermandad. 

Fue así como aceptó el Tratado de 1881, suscrito el 23 de julio de ese año, 
que concedió a Argentina prácticamente la totalidad de la Patagonia, 
estimada por algunos en 890 mil kilómetros cuadrados y por otros en un 
millón de kilómetros cuadrados. 

Es difícil entender esta estrategia, que el Estado de Chile disfrazó, maquilló 


o confundió, con una exitosa política internacional pacifista. 

No hay mejor ejemplo de lo anterior que lo señalado por el abogado Luis 
Barros Borgoño, posteriormente ministro de Relaciones Exteriores y de 
Defensa de Chile, refiriéndose a las entregas de tierras chilenas a Argentina: 

«El ajuste de la paz entre Chile y la República Argentina, seguido del 
arbitraje de límites, diversos actos posteriores de concierto internacional y el 
pacto de limitación de armamentos, formaron un cuerpo de doctrinas que ha 
permitido asentar en esta parte de la América los principios más adelantados 
de la conciliación y de la buena inteligencia entre los pueblos. 

»Políticos y diplomáticos han laborado, de uno y otro lado, en esa magna 
empresa, y han consagrado sus talentos, sus nobles espíritus, y sus voluntades 
de grandes patriotas a la preparación de aquel edificio de la paz. Artífices de 
una misma construcción, supieron echar fundamentos perdurables y elevaron 
las torres del homenaje que guardan la fidelidad de los dos pueblos». 


El Tratado de 1881 


Jurídicamente, hasta el 22 de julio de 1881, Chile poseía todo el actual sur de 
Argentina, es decir, la Patagonia oriental y la totalidad de Tierra del Fuego. 

Al día siguiente, con la firma de este tratado, Chile renunció a gran parte 
de su territorio, con el fin de lograr «la paz y la amistad entre dos naciones 
hermanas». 

El territorio de Chile, tras el 23 de julio, era prácticamente la mitad que el 
día anterior. 

Según este acuerdo, la línea limítrofe entre las repúblicas de Chile y 
Argentina «debía correr por las cumbres más elevadas de la cordillera que 
dividiesen aguas». Si llegaran a presentarse problemas en la demarcación de 
la frontera debido a una eventual poco clara división de las aguas, el asunto 
sería subsanado por dos peritos, uno elegido por cada nación. La regla de las 
cumbres divisorias de aguas era válida hasta el paralelo 52 de latitud sur. 

Desde este punto, la línea fronteriza correría, a través del mismo paralelo, 
de oeste a este y, pasando por algunos accidentes geográficos, llegaría a la 
boca del estrecho de Magallanes. De lo anterior es posible inferir que es en 
esta parte del tratado en que Chile renuncia a la Patagonia oriental y a su 
litoral en el Atlántico y la cede a los trasandinos, en un afán pacifista, como 
ya se ha dicho. 


Respecto a la Tierra del Fuego se acordó trazar una línea que, partiendo del 
punto denominado cabo del Espíritu Santo, en la latitud cincuenta y dos 
grados cuarenta minutos, se prolongará al sur, coincidiendo con el meridiano 
occidental de Greenwich, sesenta y ocho grados y treinta y cuatro minutos, 
hasta tocar el canal de Beagle. La Tierra del Fuego, dividida de esta manera, 
será chilena en la parte occidental y argentina en la parte oriental. 

Quedó claramente establecido que, en cuanto a las islas, Argentina se 
quedaría con la isla de los Estados, los islotes próximamente inmediatos a 
esta y las demás islas que haya sobre el Atlántico al este de la Tierra del 
Fuego y costas orientales de la Patagonia. 

Se estableció que todas las islas al sur del canal Beagle hasta el cabo de 
Hornos y las que haya al oeste de la Tierra del Fuego eran de dominio 
soberano de Chile. 

También se acordó nítidamente y sin lugar a interpretaciones, que el canal 
Beagle tenía curso de este a oeste, partiendo en el cabo de San Pío, quedando 
en el sector sur de este canal las islas Nueva, Picton y Lennox y, por tanto, 
bajo soberanía de Chile. 

La cartografía oficial de los principales países europeos dejó claramente 
establecida la soberanía chilena en el canal Beagle y en las mencionadas islas. 

En los años siguientes a la firma de este tratado, numerosas misiones 
científicas europeas recorrieron la zona, reafirmando la cartografía terrestre y 
náutica. Ello no dejaba lugar a ninguna duda y, si bien Chile había perdido la 
extensa Patagonia, era dueño del canal Beagle y de las islas Navarino, Picton, 
Nueva y Lennox. 

Como era esperable, los cambios de fronteras derivados del tratado se 
vieron reflejados rápidamente en la cartografía oficial argentina y chilena. 

La titularidad chilena en el Beagle y en las citadas islas quedó 
meridianamente clara en publicaciones oficiales tales como el Atlas 
Geográfico de la República Argentina, editado por Bartolomé Mitre; el 
Diccionario Geográfico Argentino, de Francisco Latzina; y los anuarios 
oficiales de los ministerios del Interior, Relaciones Exteriores y Agricultura de 
Argentina. 

Resulta importante destacar el Derrotero de las Costas Argentinas, editado 
por la Secretaría de Marina de la República Argentina, la que podría 
catalogarse como la cartografía marítima madre. 

¿Qué rareza habría en que la cartografía oficial argentina reflejara uno de 


los puntos resueltos en el Tratado de 1881, como la pertenencia a Chile del 
canal Beagle y sus islas? 

Se supone que ninguna, ya que eso precisamente había sido ya acordado, 
resuelto y ratificado por ambos países. 

Sin embargo, los problemas limítrofes continuaron. Esto quedó de 
manifiesto un par de años después de la ratificación del tratado, cuando bajo 
insostenibles argumentos cartográficos, basados incluso en cambiar de 
posición una isla o el curso del Beagle, comenzaron a alegar que esos 
territorios eran argentinos. 


La pérdida de la puna de Atacama 


El 4 de mayo de 1884 Argentina comunicó oficialmente a las autoridades 
chilenas que parte de los territorios ocupados por Chile, durante la recién 
terminada Guerra del Pacífico, eran considerados como pendientes de 
delimitar entre Bolivia y la Argentina. Se hacía especial referencia a la zona 
de la puna de Atacama, con una superficie de aproximadamente 80 mil 
kilómetros cuadrados. 

En 1885, el coronel argentino Moisés Lozano, gobernador del 
Departamento de la Poma, de la Provincia de Salta, ocupó y anexó a su área 
jurisdiccional los parajes de Pastos Grandes y Catúa, parte de la puna de 
Atacama. 

El 24 de noviembre de 1886, y ante una reclamación boliviana, el gobierno 
argentino ordenó el desalojo de las autoridades salteñas de Pastos Grandes, 
Catúa y los demás puntos usurpados, los que fueron poco después ocupados 
por tropas chilenas junto con Antofagasta de la Sierra, Buenaventura, Ratones 
y Carichipampa. 

El 13 de noviembre de 1886, Bolivia promulgó una ley en virtud de la cual 
se agregaba la puna de Atacama a la Provincia de Sud-Lipez, del 
Departamento de Potosí. 

El ministro plenipotenciario de Chile en ese país, Darío Zañartu, objetó esta 
ley, por cuanto atribuía a Bolivia jurisdicción sobre territorios reivindicados y 
ya ocupados por Chile. La cancillería boliviana aceptó estas observaciones, y 
para dejar constancia de ellas se firmó en Sucre el protocolo del 2 de agosto 
de 1887, reconociendo la jurisdicción chilena sobre la puna de Atacama. 

El 12 de julio de 1888, el Presidente José Manuel Balmaceda creó por ley la 
Provincia de Antofagasta, que contenía todo este territorio situado al sur del 
paralelo 23 con la puna de Atacama incluida. Con ello, rechazó la pretensión 
boliviana recordando que, al haber sido roto por Bolivia el Tratado de 1874, 
con el consecuente estallido de la guerra, Chile había restaurado sus derechos 
territoriales al sur del paralelo 23, y por eso la puna de Atacama no figuraba 
en el Pacto de Tregua de 1884, pues se la entendía comprendida en los 
límites anteriores de Chile. 

Así, Bolivia perdió definitivamente su pretensión de anexarse la puna de 


Atacama y el territorio de Antofagasta. Curiosamente, en esa fecha Argentina 
ya comenzaba a exteriorizar públicamente sus aspiraciones sobre la puna de 
Atacama, vistas como una oportunidad para salir al Pacífico a través de 
Antofagasta. 


El secreto plan argentino-boliviano 


Al saber de estos deseos de Buenos Aires, en La Paz se urdió un plan con dos 
propósitos: recuperar una zona que les interesaba y resarcirse por su derrota 
en la Guerra del Pacífico. 

Específicamente, este plan consistía en ceder a Argentina la totalidad de la 
puna de Atacama —ya en poder de Chile por la violación al Tratado de 1874 
— a cambio del territorio de Tarija, provincia argentina sobre la cual Bolivia 
tenía pretensiones desde 1830 y que no corría riesgo por hallarse lejana a la 
frontera chilena. 

Tras largas negociaciones, el 10 de mayo de 1889 se firmó en Buenos Aires 
el acuerdo limítrofe confidencial entre Bolivia y Argentina, basado en el 
protocolo Vaca Guzmán-Quirno Costa, que materializó este intercambio de 
territorios. 

Argentina y Bolivia mantuvieron este acuerdo en la más estricta 
confidencialidad, hasta que fue convertido en ley el 12 de noviembre de 
1891. 

¿Por qué se elige ese momento para dar a conocer la apropiación de esa 
extensa porción de territorio chileno? 

Muy simple: porque en esos momentos Chile estaba desangrado por la 
funesta Guerra Civil, que había culminado con la victoria de las fuerzas 
congresistas y con el suicidio del Presidente José Manuel Balmaceda, el 19 de 
septiembre de ese año. 

Mediante este tratado secreto, Bolivia entregó a la Argentina la puna de 
Jujuy, de Salta y de Catamarca, hasta las altas cumbres de Los Andes, es decir 
toda la puna de Atacama. El 16 de septiembre de 1892, el Congreso boliviano 
aprobó el Tratado Quirno Costa-Vaca Guzmán. 

Está absolutamente claro que Bolivia no tenía derecho alguno a ceder a un 
tercero la puna de Atacama, puesto que desde 1879, al ser revocado el 
Tratado de 1874, no tenía soberanía de ninguna clase sobre los mismos. 


Arbitraje de Estados Unidos 


En 1899 se reunieron los delegados de Chile y Argentina para resolver la 
disputa, pero al no haber acuerdo, se le pidió al entonces ministro de los 
Estados Unidos en la Argentina, William Insco Buchanan, que actuara como 
árbitro. 

De los 80 mil kilómetros cuadrados en disputa, 68 mil kilómetros 
cuadrados (85% del total) quedaron para la Argentina y 12 mil (15%) para 
Chile. 

Pero la diplomacia trasandina aspiraba incluso a más y era para ellos 
fundamental tener el control del ahora denominado paso de San Francisco, 
que era el «portillo» que abría su salida a un corredor al Pacífico. 

Esta zona fue confiada al arbitraje británico que, en su Laudo de 1902, 
entregó el favor a Chile, solamente en lo referente al paso de San Francisco, 
pero reiteró los límites fijados por el mediador norteamericano, es decir 
fijando el cerro Zapaleri como el inicio de la frontera norte entre Chile y 
Argentina. 

De esta manera, pese a los numerosos reclamos formales presentados por 
La Moneda y las gestiones de mediación y arbitraje, Argentina terminó 
haciéndose de aproximadamente 68 mil kilómetros cuadrados de los 80 mil 
en que se extiende la llamada puna de Atacama. 


Los creativos cartógrafos 


A pesar de que el Tratado de 1881, que supuestamente solucionaría todas las 
cuestiones de límites pendientes, señalaba clara e indiscutiblemente que el 
Beagle pasa por el norte de las islas Nueva, Picton y Lennox, dejando a estas 
en territorio chileno, esto fue puesto en duda por la cartografía argentina. 

Una verdadera «guerra de mapas» se inició en 1884, cuando los «magos de 
la geografía» comenzaron en Argentina a elaborar teorías y su respectiva 
cartografía. Las más osadas para intentar demostrar que toda la zona era 
argentina y las más conservadoras para tratar de pasar a dominio argentino al 
menos una de las tres islas. 


Las elucubraciones de Paz Soldán y de Popper 


En 1884, el peruano desterrado en Argentina, Mariano Paz Soldán, redactó el 
Gran Atlas de la República Argentina. Este atlas fue publicado en Buenos 
Aires en 1887 por Félix Lajouane, dos años después de la muerte de su autor. 

En esta obra, Paz Soldán aseguró que la línea divisoria de Tierra del Fuego, 
al avanzar hacia el sur, no sólo tocaba al Beagle, sino que seguía el rumbo 
austral, dividiendo así las posesiones chilenas y argentinas. 

La extraña interpretación de este geógrafo peruano señalaba, con mucha 
seguridad, que como las islas de Navarino, Wollaston, La Hermita, Merschell, 
Lennox, Picton, Nueva, con otras menores y parte de la de Hoste, están al este 
del meridiano que sirve de límite, es claro que todas esas islas son argentinas, 
contradiciendo absolutamente lo acordado en el Tratado de 1881. 

En 1885 llegó a Buenos Aires el rumano Julio Popper. El Presidente Julio 
Roca le otorgó la concesión de explotación de oro en Santa Cruz. A fines de 
1886, Popper encabezó una expedición a Tierra del Fuego. Es allí donde 
consolidó su fortuna, para lo cual conformó una milicia privada conformada 
por aventureros europeos que exterminó a los nativos, pese a la desesperada 
oposición de los misioneros salesianos. 

Este genocida del pueblo ona-selknam dictó en 1891 una conferencia en el 
Instituto Geográfico Argentino en la que incluso exhibió fotografías de sus 
«cacerías de indios», donde aparecía posando orgulloso, con su carabina 


Winchester aún humeando, junto a cadáveres de onas. 

En esa conferencia, que fue publicada por el boletín oficial de la 
mencionada entidad, Popper fue mucho más allá. Afirmó que el canal Beagle 
pasaba entre las islas Navarino y Picton y luego entre Lennox y Nueva, 
quedando así Picton y Nueva en el lado argentino. 

Como si lo anterior no fuera suficiente, exhibió un mapa de la zona en 
cuestión en el que aparecía trazado el canal con la isla Nueva con un enorme 
ensanchamiento en su región más oriental, es decir, alejándose del océano 
Pacífico y, por ende, acercándose peligrosamente al Atlántico. 

Sus teorías fueron expuestas en un crítico momento para Chile, como lo era 
la Guerra Civil de 1891, por lo que es perfectamente válido suponer que se 
hicieron en ese momento de debilidad con una intención clara. Más incluso 
considerando que posteriormente se incluyó el extraño mapa de Popper en la 
segunda edición del Atlas Geográfico de la República Argentina. 


Cambiando una isla de posición 


Pero la fantasía cartográfica tenía más autores. 

Hubo una tercera tergiversación. En 1899, el capitán de fragata Juan Sáenz 
Valiente realizó estudios hidrográficos en el Beagle, cuyos resultados fueron 
incorporados a las Cartas Náuticas Oficiales argentinas en 1901. 

Como se estilaba, la Cancillería de Chile solicitó a su par argentina esta 
nueva Carta Náutica. 

Grande fue su sorpresa al comprobar una serie de tergiversaciones. Como 
era de esperar, Chile pidió a Argentina una copia del escrito para conocer en 
detalle su contenido, pudiendo entonces conocerse las diferencias existentes 
entre la carta argentina y los documentos que históricamente se habían 
considerado correctos y oficiales. 

La primera tergiversación geográfica consistía en reemplazar la 
denominación de «bahía» Moat —franja de agua entre la isla Picton y Tierra 
del Fuego— por «canal» Moat. Este cambio de nombre de bahía a canal tenía 
como propósito cortar el Beagle y desviarlo al sur entre las islas Navarino y 
Picton, con lo cual supuestamente ambas ínsulas quedarían bajo soberanía 
argentina. Pero este intento de apropiarse cartográficamente de las islas 
Navarino y Picton se vio frustrado por la desprolijidad de los autores, que 
titularon la carta «canal Beagle, de punta Navarro a cabo Pío». 


Pero además había otro cambio cartográfico, consistente en afirmar que la 
isla Nueva había sido «erróneamente» situada en la cartografía oficial post 
Tratado de 1881, ya que se había descubierto que su verdadera posición era 
cuatro millas al este, buscando así dar consistencia a la teoría de Popper, que 
pretendía demostrar que esa isla no quedaba al sur del Beagle y, por tanto, 
era argentina. 

Estas falsificaciones cartográficas fueron rechazadas por los más 
importantes países europeos, que mantuvieron los trazados de 1881. 


Nueva pléyade de manipuladores geográficos 


Aunque las potencias siguieron manteniendo los límites oficiales señalados 
por el Tratado de 1881 para sus cartas de navegación, en Argentina emergió 
una pléyade de geógrafos o pseudo geógrafos que emitieron un sinfín de 
teorías y cartas, intentando demostrar que el Beagle y sus principales islas 
eran argentinas y no chilenas como había sido aceptado por ambos países. 

Entre ellos cabe destacar a Estanislao Zeballos Zúñiga, novelista y ministro 
de Relaciones Exteriores de Argentina, como a los oficiales de la Marina 
Segundo Storni y Paul Groussac. 

Los estudios o investigaciones de estos reformistas de límites no fueron 
coincidentes y durante años predominaron en Buenos Aires varias teorías 
buscando cambios en el señalado territorio. 

Una de esas posturas aseguraba que el canal Beagle llegaba solo hasta el 
extremo de la isla Navarino, con lo que Picton, Nueva y Lennox quedaban al 
sur este del canal. De este modo las islas pasaban a ser argentinas y no 
chilenas. Esta teoría se derrumbaba por sí sola considerando que, de ser 
certera, el Beagle tendría una longitud de solamente 100 millas y no las 120 
que efectivamente tiene, por lo que sería imposible que se extendiera hasta el 
cabo San Pío ni tampoco podría llegar hasta el Atlántico. Esto estaba 
claramente descrito por importantes exploradores europeos, como el 
almirante británico Robert Fitz Roy, comandante de la cañonera Beagle, que 
llevaba a bordo al científico Charles Darwin cuando hicieron el levantamiento 
del canal. 

Otra imaginativa teoría trasandina bifurcaba el Beagle, pasando un brazo 
por la costa este de la isla Navarino y el otro por la costa sur de Tierra del 
Fuego. Este invento permitía calificar a las islas Picton, Nueva y Lennox como 


islas de desembocadura y, por tanto, argentinas. La falsedad de esta 
postulación quedó en evidencia por la descripción científica de Charles 
Darwin, que estableció claramente que el Beagle posee lados casi paralelos, 
con un ancho promedio de dos millas, con una sola desembocadura atlántica. 

Como podemos apreciar, la producción de mapas «a la medida» era muy 
prolífica, pero discordante entre sí. Otra teoría afirmaba que el Beagle, al 
llegar al extremo este de la isla Navarino, dobla al sur, al oeste de Picton y 
Lennox, dejando a estas dos junto con isla Nueva en calidad de posesiones 
argentinas. Esta teoría también tropieza con las descripciones originales, por 
lo que perdió peso rápidamente. 

Hubo una cuarta teoría que pretendía establecer que el canal pasaba entre 
Picton y Navarino y desembocaba entre Nueva y Lennox. Una vez más, una 
teoría argentina no concordaba con las primeras descripciones del canal. 

Surgió una quinta teoría, quizá la más frágil, por ser meramente retórica, 
que analizando el Protocolo Aclaratorio de 1893 aseguraba que Argentina 
conserva su dominio y soberanía sobre todo el territorio que se extiende al 
este del encadenamiento principal de Los Andes, hasta las costas del 
Atlántico, lo que por tanto otorgaría soberanía argentina al área en cuestión. 


Insólito reclamo por «ocupación 
chilena de islas del Beagle» 


Como una forma de contrarrestar esta febril ofensiva argentina, que 
desconocía lo ratificado por ambos países en 1881, el Presidente Jorge Montt 
dio claras instrucciones para ejercer soberanía en las islas que eran 
indiscutiblemente chilenas. 

Entre otras acciones, comisionó al capitán de navío Manuel Señoret 
Astaburuaga, que tenía el cargo de gobernador de Magallanes, para que 
incorporara la zona activamente al resto del país. 

El 7 de octubre de 1892 Señoret fundó Puerto Toro, en la isla Navarino, y 
el 20 de junio de 1894 el pueblo de Porvenir, en la isla Grande de Tierra del 
Fuego. 

Señoret puso en marcha planes de colonización en las islas del Beagle, 
entregó concesiones ganaderas y de explotación mineral, instaló retenes 
policiales en las islas Picton, Navarino, Lennox y Nueva y fomentó la 
navegación comercial a través del Beagle para el sostenimiento de estas 
colonias. 

En 1914, el ejecutivo argentino anunció la compra de dos modernos 
acorazados para la Marina de Guerra, que fue rechazada mayoritariamente 
por la ciudadanía dada la gran crisis económica por la que atravesaba 
Argentina. Entonces la Casa Rosada generó una fuerte ofensiva 
comunicacional, acusando a Chile de haber usurpado las islas del Beagle. 
Ante ello, el parlamento autorizó la compra de los acorazados, con los que 
Argentina buscaba la supremacía naval ante Chile. 

En 1915, el ministro de Relaciones Exteriores de Argentina, José Luis 
Murature, por instrucciones del Presidente Victorino de la Plaza, presentó una 
nota oficial de protesta ante La Moneda, alegando la «ilegal ocupación de las 
islas al sur del Beagle». 

Esta nota, entregada por el embajador argentino en Santiago, reclamaba 
que la concesión ganadera otorgada por Chile en isla Nueva a Mariano 
Edwards «lesionaba los derechos de la República Argentina». 

Sin embargo, dicho documento no hacía referencia a los supuestos derechos 
lesionados, la zona en que se habrían perpetrado, ni los argumentos de fondo 
de la reclamación. 


La respuesta chilena fue muy escueta, señalando que no entendía en qué 
lesionaba a Argentina una actividad ganadera en territorio chileno, 
reconocido como tal por medio del Tratado de 1881. 

Como podemos apreciar, aunque Argentina no tenía ningún derecho o 
reclamación pendiente sobre el Beagle y sus islas, los cartógrafos trasandinos 
habían logrado instalar sólidamente, en la opinión pública argentina y en su 
elite política, la convicción de que esa zona les pertenecía. 

No voy a reseñar una serie de otros protocolos que continuaron en las 
primeras décadas del siglo xx, porque sería muy larga de enumerar. 

Pero la situación siguió tensionándose y así se llegó al denominado 
Convenio de 1938, que estableció la decisión tomada por ambos países de 
recurrir a un arbitraje para dirimir el problema. 

Se determinó que el árbitro sería el procurador general de los Estados 
Unidos, Homer Cummings. Sin embargo, el convenio no llegó a ser 
sancionado y Argentina continuó con sus pretensiones. Nuevamente se 
intentó buscar una solución definitiva a este impasse en 1954, pero la 
iniciativa terminó fracasando igual que la de 1938. 


Incidente del islote Snipe 


En 1958, Argentina generó un grave conflicto en el islote Snipe, próximo a la 
isla Navarino, perteneciente a Chile. 

El 12 de enero de 1958, la Armada de Chile, amparándose en la soberanía 
que gozaba sobre el islote Snipe, instaló en él una baliza de ayuda a la 
navegación, conforme a la legislación marítima internacional. 

El 7 de mayo llegó hasta la costa del islote Snipe la patrullera argentina 
Guaraní, que mediante ráfagas de ametralladoras pesadas destruyó la baliza. 
Posteriormente desembarcó una patrulla que instaló una baliza argentina... 
con ello buscaban demostrar soberanía en ese pequeño islote. 

Junto con presentar una nota de protesta, el Presidente Carlos Ibáñez del 
Campo dio instrucciones a la Armada para que desmontara la baliza 
argentina y repusiera una chilena, como procedía según las cartas 
internacionales de navegación. 

Después de la correspondiente nota de reclamo por aquella violación del 
territorio nacional, la Armada de Chile procedió, el 11 de mayo, a reponer la 
baliza y desmontar la argentina. 


Como paradoja ante esta situación y en vez de enviar una nota 
disculpándose por la violación territorial, la Cancillería argentina emitió un 
comunicado expresando que, «en honor a la tradicional amistad de ambos 
países, nuestros buques de guerra se mantendrían sin intervenir». Más parecía 
una amenaza que una explicación sensata. 

Pero «el honor a la tradicional amistad con Chile» no le duró mucho al 
gobierno argentino encabezado por Arturo Frondizi: el 9 de agosto del mismo 
año generó un incidente muchísimo más grave. 

Ese día, el destructor argentino San Juan disparó cuatro tiros de artillería 
sobre la baliza y luego desembarcó una sección de infantes de marina en el 
islote Snipe, que volaron con explosivos los restos de la señalización chilena, 
procediendo de inmediato a retirarse hacia Ushuaia. 

A los dos días, volvió el destructor San Juan y, esta vez, desembarcó una 
dotación de infantes fuertemente armados que en una clara actitud bélica 
tomaron posesión del islote. 

Ante esto el mandatario chileno, Carlos Ibáñez, ordenó al vicealmirante 
Francisco O'Ryan Orrego que la Armada recuperara el islote a como diera 
lugar. Chile envió a la región a la escuadra y, embarcada en una fragata, a 
una unidad del Cuerpo de Infantería de Marina, a cargo del teniente Pablo 
Wunderlich Piderit. Veinte años más tarde, él sería el comandante de la 
Brigada de Infantería de Marina desplegada en las islas que rechazaría la 
invasión argentina, en la cuasi guerra de 1978. 

La Armada de Chile, a través del comandante del patrullero Ortiz, teniente 
Calderón, entregó una nota al comandante del destructor argentino 
anunciándole que venía una unidad a desalojar a los infantes argentinos. Ante 
ello, se ordenó el embarque de los uniformados trasandinos y se retiraron de 
la zona. 

Después de la lógica nota de protesta entregada por la Embajada de Chile 
en Argentina a la Cancillería de ese país, llegó a La Moneda una nota de 
respuesta que respaldaba la agresión, invocando, curiosamente, los convenios 
de 1915 y 1938 y el acuerdo de 1954. Extraño reclamo, considerando que los 
convenios invocados nunca llegaron a ser sancionados, siendo jurídicamente 
inexistentes. 

El gobierno chileno decidió enviar una segunda nota a la Cancillería 
argentina, rebatiendo, punto por punto, todos esos postulados. Ante la 
consistencia de la nota, se decidió retrotraer de hecho y derecho la situación 


existente en el islote antes de que Chile instalara la primera baliza. 

Sin embargo, si se hace un balance de lo acaecido, es posible determinar 
que el incidente resultó desfavorable para Chile, pues, tras la maniobra 
argentina, se puso en litigio un territorio, en el cual la soberanía chilena era 
indiscutida. 


Fracasa intento de ir a La Haya 


El 2 de febrero de 1959, los Presidentes Arturo Frondizi y Jorge Alessandri 
manifestaron su decisión de llegar, lo más pronto posible, a un arreglo que 
llevase a una solución arbitral del tema. Es así como el 19 de marzo de 1960 
se firmó un acuerdo bilateral para llevar el diferendo a la Corte Internacional 
de Justicia de La Haya. 

Las condiciones para lo anterior quedaron estipuladas en el protocolo del 
12 de junio del mismo año. Este protocolo fue duramente cuestionado por la 
opinión pública y la prensa chilena, lo que influyó para que el tratado y el 
protocolo no fueran sancionados por el Congreso de Chile y fuera 
posteriormente retirado por el sucesor de Alessandri, Eduardo Frei Montalva. 

Este rotundo rechazo político y ciudadano se basó fundamentalmente en 
dos aspectos: 

Que se partía reconociendo soberanía de Chile en la isla Lennox y la 
argentina en las dos islas Becasses. La Corte de La Haya determinaría a qué 
país pertenecían las islas Nueva y Picton y otros islotes. 

También, porque se permitía el paso argentino por los canales fueguinos de 
buques de guerra, siempre y cuando lo notificaran a su debido tiempo, pero 
esta notificación podía ser omitida por causas de fuerza mayor. 


El incidente con la Quidora 


El 28 de noviembre de 1967, la torpedera chilena Quidora, en travesía entre 
Puerto Williams y Caleta Wulaia, mientras surcaba aguas chilenas fue 
sobrevolada a baja altura por dos aviones de la Fuerza Aérea Argentina, que 
dispararon ráfagas de ametralladora unas decenas de metros a proa de la 
embarcación. Los marinos chilenos se prepararon para responder el ataque si 
se hacía fuego directo, pero continuaron su navegación y los aviones de 


guerra trasandinos se alejaron. 

En su viaje de regreso, la torpedera Quidora fue atacada en aguas chilenas 
por el patrullero argentino Irigoyen que disparó su pieza de artillería 
apuntando a escasos metros de la embarcación nacional, frente a la base de 
Ushuaia. La reacción de la Quidora fue la misma que tuvo en su primer viaje. 

Aunque este incidente no escaló a un enfrentamiento, sí llevó a las 
máximas autoridades chilenas a buscar una solución real a esta agresiva 
actitud en la zona austral. 


El arbitraje de Gran Bretaña 


Chile tomó la iniciativa al respecto y decidió recurrir al Tratado General de 
Arbitraje de 1902, que obligaba a Chile y a Argentina a someter a arbitraje 
cualquier litigio que surgiera, siempre y cuando esto no representara una 
violación a los principios constitucionales de cada país y las negociaciones 
directas se encontraran agotadas. 

El árbitro sería Su Majestad Británica, cuyo fallo era inapelable, conforme 
al Tratado de 1902, entregándole su cumplimiento al «honor de las naciones 
litigantes». 

Diez días después de la petición chilena de arbitraje, el 21 de diciembre de 
1967, el Consejo de Seguridad Nacional de Argentina acordó por unanimidad 
rechazar la mediación británica, por considerarla «improcedente e 
injustificada. Esto, por cuanto en los últimos 75 años ambos países 
convinieron reiteradamente que procurarían la solución de sus litigios por 
medio de negociaciones directas o a través de la Corte Internacional de La 
Haya». 

Además, Argentina se negaba a aceptar como árbitro a Gran Bretaña por el 
hecho de que en los mapas británicos oficiales aparecían las islas en litigio 
como territorio chileno. 


Argentina ofrece conversaciones directas 


Posteriormente, el 23 de diciembre, el canciller argentino, Nicanor Costa 
Méndez, hizo entrega de una nota de reclamo al embajador chileno en 
Argentina, Hernán Videla Lira, en la cual se intentaba justificar jurídicamente 
el rechazo en sí. Unos días después, la Casa Rosada invitó al gobierno chileno 
a reanudar conversaciones directas, lo que fue rechazado por Chile, 
considerando que, históricamente, estas no habían conseguido más que 
agravar la situación y que el recurso único era el arbitraje. 

Argentina persistió en su negativa a concurrir al arbitraje, pero Chile 
continuó adelante, tomando como base el artículo tercero del tratado que 
señalaba claramente que, en caso de no haber acuerdo en las naciones 
litigantes para presentar el conflicto al árbitro, cualquiera de las naciones, 


con o sin conocimiento de la otra, podía solicitar la intervención del árbitro. 

Basado en los tratados vigentes, Chile apostó que el arbitraje sería la 
solución definitiva a un conflicto que se arrastraba ya por ocho décadas y que 
de continuar ponía en peligro la paz entre ambos países... pero como se 
expondrá más adelante, no fue así. 


1971: Comienza el arbitraje 


Finalmente, en 1971, mientras en Chile gobernaba Salvador Allende y en 
Argentina el general Alejandro Lanusse, se dio curso al arbitraje. Chile 
designó como agentes a los embajadores Álvaro Bunster y José Miguel Barros 
y Argentina a Julio Barboza y Ernesto Guardia. 

En una ceremonia efectuada en el Foreign Office, en Londres, el 22 de julio 
de 1971, se reunieron los agentes chilenos y argentinos para firmar el 
documento que formalizó la petición del arbitraje. 

El 18 de febrero de 1977, el Tribunal Arbitral redactó el fallo final y se lo 
presentó para aprobación a la reina Isabel II. La soberana sancionó el 
documento el 18 de abril y el 2 de mayo notificó a las partes la sentencia, que 
conforme al Tratado de 1902 tenía carácter de definitivo e inapelable. 


Corte concede razón a Chile 


La Corte Arbitral Británica emitió un fallo unánime, que en su parte 
fundamental dictaminó que las islas Navarino, Picton, Nueva, Lennox, islotes 
y roqueríos adyacentes pertenecen a la República de Chile. 

La Corte trazó una medianera por el centro del canal Beagle, denominada 
«27», reiterando que todos los promontorios, islas, islotes, arrecifes, bancos y 
bajíos situados al norte de la «Línea 27» pertenecen a Argentina, y los 
situados al sur, a Chile. De esta forma, se había acogido en su totalidad el 
planteamiento chileno. 

Junto con entregar este dictamen inapelable, el Tribunal Arbitral dio un 
plazo de nueve meses, a contar del 2 de mayo de 1977, para que ambos 
países dieran cabal cumplimento a la sentencia, ya que se consideraba que 
ese era el período adecuado para ajustar la cartografía, cartas de navegación 
y organizar el tránsito marítimo en la zona del Beagle. 


Chile reaccionó pasivamente ante esta importante resolución y 
seguramente la noticia adquirió mayor notoriedad cuando el general Augusto 
Pinochet, el 3 de mayo de 1977, se refirió por cadena de radio y TV a este 
laudo, anunciando que Chile lo cumpliría fielmente. 

La reacción fue muy distinta en Argentina. La primera voz fue la del 
Presidente de la Junta Militar, general Jorge Videla, quien anunció que 
Argentina haría un profundo estudio del fallo antes de emitir cualquier otro 
comentario. 

Los argentinos tenían total claridad de que el fallo era inapelable y, por lo 
mismo, no había que hacer mayor análisis y proceder a acatarlo. Pero ya las 
intenciones trasandinas quedaron meridianamente claras cuando Videla 
agregó que «ningún compromiso obliga a aceptar aquello que afecte los 
intereses vitales de Argentina, o dañe derechos de soberanía que no hubiesen 
sido sometidos al estudio del árbitro». 

Videla invitó a Pinochet a Buenos Aires, con el fin de conversar sobre la 
delimitación de aguas marítimas sudoccidentales, haciendo uso de los nueve 
meses que se dio de plazo para poner en práctica lo dictaminado por el laudo 
arbitral. Pinochet aceptó dicha invitación y se reunió con Videla el 21 y 22 de 
julio en Buenos Aires y, posteriormente, entre el 17 y 20 de octubre de 1977 
en Santiago. 

De las reuniones no se pudo sacar nada en limpio. La razón de ello radicó 
en que Argentina pretendía poner en tela de juicio la soberanía chilena sobre 
las islas al sur del Beagle. Es más, Videla, para cuando se efectuó la reunión, 
ya había cambiado su discurso de respeto al laudo al declarar que, antes de 
aceptar la decisión de la Corte Arbitral, debía existir la seguridad de que 
Argentina no sufriría menoscabos en sus derechos y no se comprometerían los 
intereses vitales de la nación, es decir, Argentina se encaminaba al rechazo 
del laudo. 

Tras las vocerías de Videla, emergieron algunas más agresivas, como la del 
vicealmirante argentino Julio Torti, jefe del Estado Mayor Conjunto de las 
Fuerzas Armadas de Argentina, quien una semana después de que Pinochet 
estuvo en Buenos Aires declaró que la marina argentina rechazaba el laudo, 
por lo que hacía un llamado a los chilenos a negociar rápidamente para 
lograr la total devolución de las tierras fueguinas que ocupaba Chile y que le 
pertenecían a Argentina, «en aras de la paz». 

Mientras Chile analizaba este cúmulo de declaraciones, estas iban 


escalando en virulencia por parte de líderes militares argentinos. El 3 de 
agosto de 1977 hizo su primera declaración el representante de la Armada en 
la Junta Militar, el almirante Emilio Massera, quien anunció: «Nuestra 
Armada está totalmente preparada para evitar cualquier mutilación 
geográfica de la nación en su área de responsabilidad». 

Massera, de pocas dotes diplomáticas, declaró el 2 de enero de 1978 en la 
misma línea: «Tenemos una decisión tomada con respecto al tema Beagle, a 
partir de la cual no será impunemente menoscabada la soberanía argentina». 

El 4 de enero de 1978, la Junta Militar Argentina formó un equipo de 
juristas que tenían como misión redactar una resolución rechazando el Laudo 
Arbitral de Gran Bretaña. 

Como la situación seguía escalando, se generó una nueva reunión entre los 
Presidentes Videla y Pinochet, que se efectuó en la base aérea de Plumerillo, 
en la ciudad de Mendoza, el 20 de enero. 

Según trascendidos obtenidos décadas más tarde, en dicho encuentro 
Videla le expresó a Pinochet que él no podía contener a los sectores más 
duros, que se oponían absolutamente al resultado arbitral y que temía que 
esto se tornara en un problema militar, que claramente sería perjudicial para 
ambos países, pero mucho más para Chile. 

Aseguran testigos que Pinochet se quedó mirando a Videla y le dijo que 
entendía que lo estaba amenazando con una guerra, que se veía en la 
obligación de decirle que los chilenos no la deseaban, pero si los argentinos se 
la imponían se iban a encontrar con una dura réplica. 

Casi al finalizar el encuentro, que fue muy tenso a momentos, Videla le 
comunicó a Pinochet que Argentina, sean cuales fuesen las consecuencias que 
aquello implicara, declararía nulo el fallo que, según el general argentino, 
adolecía de profundos errores históricos y cartográficos. 


Argentina rechaza Laudo Arbitral 


El 25 de enero de 1978, en conferencia de prensa con los medios nacionales y 
corresponsales extranjeros, el canciller argentino, Óscar Montes, procedió a 
informar que la República Argentina declaraba insanablemente nula la 
decisión de la Corte Arbitral, negándose —por lo mismo— a reconocer 
ningún tipo de soberanía que Chile se arrogara invocando el laudo arbitral. 
¿Qué motivó a Argentina o más bien a sus líderes a adoptar esta postura 


belicista? 

Claramente cuatro apreciaciones profundamente analizadas por la 
diplomacia y las Fuerzas Armadas argentinas, que los llevaron al 
convencimiento de que Chile se doblegaría ante el potencial poder argentino. 
Ello, sustentado en las siguientes premisas: 


+ Que Chile se encontraba en una débil posición en el contexto 
internacional. 


+ Que se estaba próximo al centenario de la Guerra del Pacífico y estaba 
latente el anuncio de Perú de recuperar Tarapacá antes de 1979. 


* Chile enfrentaba una aguda crisis económica, que se arrastraba ya por casi 
ocho años. 


+ Las Fuerzas Armadas chilenas eran ampliamente superadas por las 
argentinas y con una tremenda inferioridad en aviones de guerra y carros 
blindados y tanques, principales herramientas de la guerra moderna. 


Operación Soberanía, el punto más álgido de las 
relaciones bilaterales 


Al día siguiente de que Argentina declaró insanablemente nulo el Laudo 
Arbitral, el ministro de Relaciones Exteriores chileno, vicealmirante Patricio 
Carvajal, señaló: «El gobierno de Chile ha presentado hoy mismo al de la 
República Argentina una nota por la cual rechaza la mencionada declaración 
de nulidad por ser contraria al Derecho Internacional y por violar los tratados 
que obligan a los dos Estados». 

En lo jurídico administrativo, en Chile fue dictado un decreto que, dando 
cumplimiento al fallo arbitral, fijó las líneas de base rectas en la zona en 
conflicto. 

El 5 de febrero de 1978, habiendo transcurrido los nueve meses para el 
cumplimiento del fallo por ambas naciones, la Corte Arbitral dejó constancia 
de que el plazo de acatamiento había finalizado, destacando que Chile la 
había cumplido íntegramente, como procedía en derecho, emitiendo el 
decreto de línea de bases rectas en la zona en litigio. El mismo organismo 
británico señaló que la pretensión de anular el laudo debe considerarse nula y 
desprovista de toda fuerza o efectos jurídicos. 

Esta decisión de la Corte Arbitral Británica fue ratificada días más tarde por 
el árbitro, la reina Isabel II. De esta forma, la declaración de «nulidad 
insanable» fue descalificada por adolecer ella misma de nulidad absoluta en 
derecho, por resoluciones de la Corte y del árbitro. 


Intento argentino para renegociar fallo 


Ante la desmedrada situación jurídica en que quedó Argentina, la Junta 
Militar trasandina planificó una campaña sicológica, destinada a doblegar a 
Chile ante la posibilidad cierta de un conflicto armado. 

Para ello, se concibieron tres estrategias, que debían ejecutarse en forma 
paralela: 

La primera de ellas, aprovechando el sentimiento de superioridad abultado 
en la población argentina tras obtener el campeonato mundial de fútbol, 
canalizó esta unidad y fervor patriótico acusando a Chile de apropiarse de su 
territorio, apoyado por los ingleses. Esta campaña dio los resultados 


esperados y, no obstante los difíciles momentos que vivía la dictadura 
trasandina, se generó unidad en torno a sus líderes. 

Paralelamente, se puso en marcha un plan de demostración de fuerza, 
destinado a amedrentar a las autoridades chilenas, iniciándose grandes 
maniobras militares en la zona fronteriza austral, sur y centro de Chile, en 
sectores en que jamás se habían ejercitado grandes unidades. 

Finalmente estaba la tercera fase, que era muy sutil y manejada por la 
diplomacia argentina y los servicios de inteligencia. Se trataba de entregar a 
Chile señales de que había grupos moderados con los cuales se podía negociar 
una solución salomónica del Laudo Arbitral, para evitar que los halcones o 
sectores más radicales lanzaran una ofensiva militar contra Chile. 

Contrario a lo esperado por los estrategas trasandinos, ninguna de estas 
acciones fue acertada, ya que la posición chilena se mantuvo invariable y no 
era otra que Chile cumpliría exactamente lo sentenciado en el Laudo Arbitral. 

Si bien es cierto que, en las reuniones de Videla y Pinochet en Mendoza, y 
también en la del 20 de febrero en Puerto Montt, se elaboraron actas para un 
posible entendimiento —al igual como surgieron una serie de comisiones 
diplomáticas y militares que se reunieron tanto en Chile como en Argentina 
hasta muy avanzado el año 1978-, la posición chilena fue totalmente rígida 
en cuanto a no ceder parte de su soberanía ratificada en el laudo británico. 

Ya convencidos en la Casa Rosada de que Chile no daría pie atrás, el Estado 
Mayor Argentino planificó la denominada «Operación Soberanía», que no era 
otra cosa que la invasión a Chile, confiando absolutamente en su superioridad 
militar. 

Mientras al otro lado de la cordillera las unidades militares que marchaban 
a la frontera eran despedidas en actos multitudinarios, con participación de 
artistas que homenajeaban a las tropas, en Chile se continuó con un intenso 
trabajo diplomático, pero paralelamente y con el mayor secreto imaginable se 
comenzó el alistamiento operacional y despliegue de las Fuerzas Armadas. 
Una de las primeras medidas fue que el Cuerpo de Infantería de Marina 
ocupara las islas en previsión de una invasión. 

Las principales ciudades argentinas eran sometidas a ejercicios de 
oscurecimiento y de evacuación ante posibles ataques aéreos, se requisaban 
vehículos particulares para ser empleados por las instituciones armadas, se 
llamaba por las radios y diarios a reservistas, se trasladaban largas columnas 
de tropas hacia las fronteras con Chile y también comenzó la expulsión 


masiva de chilenos, muchos de ellos asentados por décadas en Argentina. Ya 
a mitad de la crisis, Argentina procedió al cierre de las fronteras con Chile e 
impidió el tránsito de camiones de carga entre Brasil y el territorio chileno. 

Esto contrastaba con el aprestamiento chileno. El país continuaba su vida 
normal, mientras se citaba personalmente a cada reservista, se reforzaban 
regimientos y se marchaba a tomar posiciones a la frontera en la noche, para 
que nadie se percatara. 

Los aviones de Lan Chile y Ladeco operaban normalmente sus rutas durante 
el día, y al caer la noche, su personal de mantenimiento retiraba los asientos 
y estas aeronaves, transformadas en cargueros, hacían viajes nocturnos a la 
zona austral transportando tropas. 

Médicos, estudiantes de medicina, enfermeras y personal específico del 
Ministerio de Obras Públicas fueron movilizados secretamente para 
conformar hospitales de campaña y mantener operativas las vías y puentes 
ante probables bombardeos aéreos. 

El metro de Santiago circulaba con total normalidad, pero sus usuarios no 
sabían que su personal había sido entrenado para transformar rápidamente 
las estaciones y túneles en refugios antiaéreos. 


Objetivo: doblegar militarmente a Chile 


La «Operación Soberanía», un documento de cientos de páginas, 
medularmente consideraba que, en forma simultánea al enfrentamiento entre 
las escuadras de Chile y Argentina en la zona austral y la invasión de las islas 
en litigio, la Fuerza Aérea argentina debía caer sobre Santiago, Valparaíso, 
Concepción, Puerto Montt y Punta Arenas, intentando un ataque sorpresa que 
permitiera la destrucción de los aviones en tierra. Después vendrían 
bombardeos a las zonas estratégicas, tanto de carácter civil como militar. 

Mientras eso sucedía en los aires y en la zona austral, las tropas de tierra 
argentinas invadirían Chile a lo largo de toda la frontera, con la mayor 
concentración del esfuerzo en la zona de Punta Arenas-Puerto Natales, Puerto 
Montt, Temuco y Santiago. El objetivo final era seccionar el territorio de 
Chile, derrotarlo militarmente y forzarlo a su rendición. 

Se barajaba la alternativa de que Perú invadiera Chile para recuperar el 
territorio perdido en la Guerra del Pacífico y que Bolivia se uniera a ambos 
países para obtener una salida al mar por Antofagasta. 


Los estrategas argentinos analizaron distintas hipótesis de conflicto 
generalizado y concluyeron que Ecuador iba a reaccionar ante la invasión 
peruana a Chile e intentaría ocupar la zona perdida ante el Perú. 

Veían a Uruguay y Paraguay como países que mantendrían su neutralidad, 
pero consideraron que Brasil podría reaccionar y atacar el norte argentino. 
Por ello, se dejaron en la frontera común importantes unidades blindadas y 
mecanizadas en la zona de Mesopotamia. 

Finalmente, los planes de guerra fueron visados por la cúpula militar 
argentina y se determinó la fecha del inicio de hostilidades: 22 horas del 
viernes 22 de diciembre de 1978. 

Sin embargo, no barajaron nunca la inamovible postura chilena en el 
sentido de respetar y hacer respetar el Laudo Arbitral, sin dejarse amedrentar 
por el inmenso poderío bélico instalado a metros de nuestra larga frontera. 

El Ejército, Armada, Fuerza Aérea y Carabineros desplegaron todos sus 
medios y se prepararon para una guerra convencional que se estimaba entre 
tres y siete días. Posteriormente todas las tropas chilenas, que en ese período 
habían sido entrenadas para ello, se transformarían en unidades de guerrillas, 
con la orden de luchar hasta el último hombre. 

Chile había solicitado, en los últimos meses, la mediación papal, pero 
Argentina se negó sistemáticamente a aceptarla en las constantes reuniones 
sostenidas con las máximas autoridades trasandinas, por el canciller Hernán 
Cubillos y el embajador en Buenos Aires, Sergio Onofre Jarpa. 

El resto de la historia es más conocida y es sabido que solamente dos horas 
antes del inicio del ataque, cuando la Escuadra chilena surcaba las aguas 
australes al encuentro de la flota argentina, con la orden precisa de destruir 
todo buque argentino que ingresara a aguas territoriales, se desató un 
temporal que frenó el avance de las naves trasandinas. 

A esas alturas, los altos mandos argentinos ya se habían convencido de que 
lo suyo no sería un paseo militar, sino que una sangrienta guerra, en la que 
según el general Martín Balza —jefe del Ejército de Argentina entre 1991 y 
1999— habría sido ganada por Chile, dada la estrategia de defensa que 
habían desarrollado y la poca preparación argentina para un conflicto de 
estas características. 

Esa gran tempestad y el convencimiento de que se adentraban en una 
aventura incierta hicieron que finalmente los gobernantes argentinos 
aceptaran la intervención de la Santa Sede, solamente momentos antes de la 


hora fijada para la invasión. 


Tratado de 1984: 
«Ya no quedan problemas 
pendientes» 


Luego de un tenso proceso de negociaciones, y con la mediación del Papa 
Juan Pablo IL, Chile y Argentina suscribieron en El Vaticano, el 29 de 
noviembre de 1984, un Tratado de Paz y Amistad. 

Se suponía, al igual como se comunicó por ambas partes después de cada 
tratado firmado en los últimos 128 años, que con este se solucionaban todos 
los problemas pendientes entre ambas naciones y que se abrían las puertas 
para una nueva etapa en las relaciones, que consolidarían la cooperación y la 
hermandad. 

Es cierto que el Tratado de 1984 permitió superar una de las etapas más 
críticas de la relación bilateral y se reiteró el compromiso mutuo de no 
recurrir a la fuerza entre ambos países. 

En lo fundamental, los términos contenidos en el tratado eran los mismos 
de la mediación papal. Chile lo ratificó el 11 de abril de 1985. 

En su artículo séptimo, el tratado delimita la zona marítima austral: 

«El límite entre las respectivas soberanías sobre el mar, suelo y subsuelo de 
la República Argentina y/de la República de Chile en el mar de la Zona 
Austral a partir del término de la delimitación existente en el canal Beagle, 
esto es, el punto fijado por las coordenadas 55” 07”,3 de latitud sur y 66” 25”,0 
de longitud oeste, será la línea que una los puntos que a continuación se 
indican: 

»A partir del punto fijado por las coordenadas 55” 07”,3 de latitud sur y 66” 
25',0 de longitud oeste (punto A), la delimitación seguirá hacia el sudeste por 
una línea loxodrómica hasta un punto situado entre las costas de la isla 
Nueva y de la isla Grande de Tierra del Fuego, cuyas coordenadas son 55” 
110 de latitud sur y 66” 04”,7 de longitud oeste (punto B). 

»Desde allí continuará en dirección sudeste en un ángulo de cuarenta y 
cinco grados, medido en dicho punto B, y se prolongará hasta el punto cuyas 
coordenadas son 55” 22,9 de latitud sur y 65” 43”,6 de longitud oeste (punto 
C); seguirá directamente hacia el sur por dicho meridiano hasta el paralelo 
56” 22”,8 de latitud sur (punto D). 

»Desde allí continuará por ese paralelo situado veinticuatro millas marinas 
al sur del extremo más austral de la isla Hornos, hacia el oeste hasta su 


intersección con el meridiano correspondiente al punto más austral de dicha 
isla Hornos en las coordenadas 56” 22”,8 de latitud sur y 67” 16,0 de longitud 
oeste (punto E); desde allí el límite continuará hacia el sur hasta el punto 
cuyas coordenadas son 58” 21”, 1 de latitud sur y 67” 16”,0 de longitud oeste 
(punto F)». 

Difícil de entender esta delimitación geográfica, pero importante de 
destacar, ya que esos son los límites inamovibles y perpetuos entre Chile y 
Argentina en la zona austral, los que ambos países se comprometieron a 
respetar y mantener al ratificar el documento. 

Pero, como podremos apreciar más tarde, este artículo cobra especial 
importancia hoy, treinta y seis años después de la ratificación del tratado. 

¿Por qué adquiere tanta relevancia? 

Sencillamente porque algunos cartógrafos argentinos han hecho una 
extraña interpretación de esta delimitación, generando un nuevo conflicto 
con Chile. 


Entrega de Laguna del Desierto 
y el perito argentino que cambió 
el curso de un río 


Si se pensaba en 1984 que con ese tratado se ponía fin a los litigios, 
exactamente diez años después explotó otro conflicto, dormido por décadas. 

En 1994, supuestamente, se puso fin a otra de las disputas territoriales que 
ha enfrentado a Chile y Argentina: Laguna del Desierto, zona situada entre el 
Lago O'Higgins y el monte Fitz Roy. Se solucionó entregando suelo que había 
sido concedido a Chile en 1881 y ratificado en el arbitraje de 1902. 

Veamos un poco la génesis de este diferendo. 

A fines del siglo xIx, al no estar claramente demarcada la frontera en este 
sector, ambos países decidieron establecer los límites definitivos, para lo cual 
nombraron comisiones de peritos que recorrieron la zona cordillerana 
durante meses. Por Argentina fue nombrado Francisco Moreno y por Chile, 
Diego Barros Arana. 

En enero de 1894 el perito chileno Barros Arana declaró que entendía que 
el encadenamiento principal de Los Andes era la línea no interrumpida de 
cumbres que dividen las aguas y que forman la separación de las hoyas, o 
regiones hidrográficas, tributarias del Atlántico por el este y del Pacífico por 
el oeste. 

El perito argentino Francisco Moreno respondió que ellos no tenían 
facultades para definir qué significaba encadenamiento principal de Los 
Andes, ya que solo eran demarcadores. 

Argentina sostuvo que el límite debía ser esencialmente una frontera 
orográfica por las más altas cumbres de la cordillera de Los Andes. El 
gobierno chileno sostuvo la divisoria continental de las Américas, tal como 
estaba establecido en el Tratado de Límites de 1881. 

Al no ponerse de acuerdo los peritos Barros y Moreno se decidió, en 1898, 
recurrir al artículo VI párrafo 2 del Tratado de Límites de 1881 y solicitar a la 
reina Victoria, del Reino Unido, una sentencia arbitral en la cuestión, quien 
designó tres jueces británicos. 

Los peritos continuaron su tarea, con el propósito de entregar todo este 
trabajo topográfico y cartográfico para que Gran Bretaña pudiera emitir un 
fallo. 


Perito Moreno cambió curso de un río 


Fue en esta etapa donde el perito Moreno cometió un acto deplorable: le 
cambió el curso a un río, para así «correr» la divisoria de las aguas en favor 
de Argentina. 

Sí, tal como usted lo lee: le cambió el curso a un río que corría hacia el 
Pacífico y lo dejó escurriendo su caudal hacia el Atlántico. 

Se trata del río Fénix, en la Provincia de Santa Cruz. Este curso de agua 
nacía de una cuenca cordillerana y corría históricamente hacia el oeste, es 
decir hacia el Pacífico. Esta razón era suficiente para determinar el límite 
internacional, conforme al principio de divisoria de aguas. 

¿Qué se le ocurrió al perito Moreno para quitar parte de su territorio a 
Chile? 

Después de detalladas visitas a la zona, Moreno constató que las más altas 
cumbres eran realmente bajas y constituidas por morrenas, que no son otra 
cosa que capas de piedras rodadas tras un retroceso continuo del hielo. Esas 
morrenas milenarias eran las que llevaban el curso de las aguas del río Fénix 
hacia el Pacífico y por tanto la totalidad de esa cuenca pertenecía a Chile. 

Fue entonces que Moreno observó que no sería una tarea muy difícil 
cambiar la dirección de las aguas. 

Dispuso que el geógrafo italiano Clemente Onelli, que le secundaba en sus 
trabajos, se encargara del reclutamiento de un centenar de campesinos, 
provistos de pala y picota, para que removieran estas morrenas, formando un 
murallón hacia el lado chileno y abriendo un declive hacia el territorio 
argentino. Así consiguieron, con el máximo de sigilo, torcer el curso del río 
Fénix y convertirlo en un afluente del río Deseado, con pendiente hacia el 
Atlántico. 

El cambio de curso del río quedó concluido exactamente dos semanas antes 
de que el sector fuera visitado por la Comisión de Límites, que así concedió a 
Argentina esa cuenca, en detrimento de Chile. 

Sin embargo, los peritos chilenos notaron estos trabajos de movimiento de 
tierras y la Cancillería denunció este irregular hecho ante su par argentina, 
que desestimó el reclamo. 

Este artificial cambio de la frontera en perjuicio de Chile generó fuertes 
polémicas en los integrantes de la comisión binacional, pero no se llegó a 
ningún acuerdo. 

El 20 de mayo de 1902 el rey Eduardo VII dictó la sentencia. Esta dividía 


los territorios de las cuatro secciones en disputa dentro de los límites 
definidos por las reclamaciones extremas en ambos lados. A la vez, designaba 
un oficial británico para que demarcara cada sección. 

La maniobra del perito Moreno surtió efecto, ya que la Corona Británica, en 
su laudo, señaló que, ante la imposibilidad de llegar a acuerdo, el límite 
pasaría por la parte media de la zona cordillerana. Si bien la maniobra del 
perito Moreno no le permitió apropiarse de todo el territorio chileno, sí 
consiguió más de la mitad. 

En términos generales, más allá del curso de río falsificado por Moreno, el 
mapa arbitral anexo al laudo dividió de forma imprecisa la zona en tres 
partes irregulares, que asignaba el extremo norte y el extremo sur a Chile y la 
zona central a la Argentina, formando un ángulo con vértice apuntando hacia 
el oeste en el cerro Gorra Blanca, sin tener en cuenta los límites orográficos ni 
la divisoria de aguas que eran desconocidas para los árbitros. 

A partir de 1921 comenzaron a instalarse colonos en la zona declarada 
chilena, y dos años después, pobladores y exploradores nacionales descubren 
la Laguna del Desierto. El gobierno chileno, conforme a la legislación vigente, 
otorgó títulos de propiedad en 1934 y 1937. 

Pese a la sentencia británica de 1902, Argentina continuó alegando más 
territorios en esa área. Los gobernantes chilenos cedieron ante las presiones 
de Buenos Aires y aceptaron, el 16 de abril de 1941, la propuesta trasandina 
en el sentido de crear una Comisión Mixta Chileno-Argentina de Límites. 

Buenos Aires, en forma unilateral, solicitó a Estados Unidos la ejecución de 
una carta a través de aerofotogrametría. En 1947 la Fuerza Aérea de Estados 
Unidos hizo el levantamiento y elaboró una carta de la divisoria continental 
de aguas. 

Basados en esa carta, se determinó que el cordón montañoso Mariano 
Moreno era de vertiente atlántica ya que desaguaba por el río de las Vueltas 
hacia el lago Viedma y de este al océano Atlántico. 

Esas fotografías aéreas, que por sí solas no tenían ningún valor jurídico, 
llevaron a la Gendarmería de Argentina, en 1949, a informar a los colonos 
chilenos que vivían en la cuenca de la laguna que debían regularizar su 
situación ante el Estado argentino, para lo que debían concurrir a la brevedad 
a Río Gallegos. 

La cartografía oficial argentina mantuvo hasta 1968 el mapa del 
demarcador británico, sin que figurara en él la Laguna del Desierto. A partir 


de 1969 adoptó el mapa estadounidense de 1947. 


El asesinato del teniente Merino 


Un grave problema se suscitó el 4 de octubre de 1965 cuando una patrulla de 
Gendarmería Argentina, al mando del comandante Andrada, acompañados 
por un periodista del diario La Opinión de Río Gallegos, notificó al colono 
chileno Domingo Sepúlveda Cárdenas que instalarían un puesto de avanzada 
en su predio. Además, se le ordenó concurrir hasta la Oficina Agraria de Río 
Gallegos a inscribir sus tierras, ya que de lo contrario sería erradicado de allí 
por la fuerza e incautados todos sus animales, al estar su campo y casa en 
territorio de la República Argentina. Se le dio un plazo de veinticinco días 
para el trámite. 

Sepúlveda Cárdenas envió a uno de sus hermanos a solicitar protección al 
retén de Carabineros de Lago O'Higgins. Tenía absoluta claridad de que su 
campo estaba en territorio de Chile, ya que se le había concedido 
oficialmente la propiedad. De allí salió una patrulla montada, integrada por 
seis efectivos, que llegó a la zona el 17 de octubre. 

El 30 de octubre los Presidentes Arturo Illia, de Argentina, y Eduardo Frei 
Montalva, de Chile, se reunieron en Mendoza, acordándose el retiro de los 
carabineros chilenos y gendarmes argentinos de la zona para evitar cualquier 
incidente. 

El 5 de noviembre, las cancillerías de ambos países acordaron el inmediato 
retiro de personal armado. Chile solicitó 48 horas para materializar la 
evacuación de su reducido grupo de policías, considerando las dificultades de 
comunicación con la patrulla de avanzada. 

Ese mismo día, por la tarde, se recibió en el retén de Lago O'Higgins la 
orden de que Carabineros evacuara Laguna del Desierto. Al no haber 
comunicaciones radiales con la zona, se despachó una patrulla de la policía 
uniformada para que transmitiera la indicación. 

El 6 de noviembre de 1965 llegó el aviso de evacuación a los policías 
chilenos. Ante ello, a las 16 horas, el mayor Miguel Torres Fernández, jefe de 
la avanzada, despachó a los carabineros Soto y Villagrán para que fueran a 
buscar los caballos de monta y de carga y retornar a Lago O'Higgins. En la 
avanzada, el mayor Torres quedó acompañado del teniente Hernán Merino 
Correa, el sargento Miguel Manríquez Contreras y el cabo Víctor Menar. 


Contraviniendo lo acordado por ambos mandatarios, y mientras los policías 
chilenos se preparaban para retirarse, entre ochenta y noventa gendarmes 
argentinos, fuertemente armados, iniciaron la aproximación al precario 
cuartel de Carabineros emplazado provisoriamente en el predio de los colonos 
chilenos Sepúlveda. 

Cerca de las 16.30 horas, los hijos de la pobladora Juana Sepúlveda 
alertaron a los carabineros que venían muchos argentinos con cascos y 
ametralladoras arrastrándose por el bosque. El jefe de la avanzada, el mayor 
Torres, sin portar armas, entró al bosque solicitando parlamentar con el 
oficial a cargo a fin de evitar un enfrentamiento. 

Como nadie respondió a su solicitud, el mayor Torres siguió adentrándose 
en la boscosa zona, siendo alcanzado por el teniente Merino y el sargento 
Miguel Manríquez Contreras, provistos de sus armas de servicio, para 
prestarle apoyo. 

Los gendarmes estaban tendidos entre la maleza y los gruesos troncos, con 
sus armas automáticas listas para hacer fuego, ante lo que el sargento 
Manríquez les dijo que podían salir y conversar, ya que ellos no tenían 
intenciones de disparar, sino que solamente de dialogar. 

Fue entonces que uno de los gendarmes argentinos disparó directamente al 
pecho del teniente Merino. De inmediato otros gendarmes abrieron fuego con 
sus armas automáticas. Merino falleció en el mismo lugar y Manríquez quedó 
gravemente herido. 

La tropa de gendarmes argentina iba acompañada por el periodista Julio 
Landívar y el reportero gráfico Eduardo Forte, ambos de la revista Gente, que 
fotografiaron a los carabineros antes, durante y después del ataque, en 
especial el momento en que los efectivos argentinos arriaron la bandera 
chilena, que fue guardada como trofeo por la Gendarmería Argentina. 

El mayor Torres, el carabinero Víctor Menar y el herido sargento 
Manríquez fueron hechos prisioneros. Se llevaron el cadáver del teniente 
Merino sobre el lomo de un caballo, y al herido sargento Manríquez en una 
improvisada angarilla. El mayor Torres y el cabo Menar debieron caminar 
durante diez horas hasta la estancia Arbilla. Desde allí fueron llevados en un 
camión hasta Río Gallegos. Una vez en esa ciudad, el sargento Manríquez fue 
hospitalizado en calidad de detenido. El mayor y el cabo quedaron 
incomunicados en el cuartel de un batallón de infantería, donde también 
quedó el cadáver del teniente Merino. 


Mientras tanto, en el lugar de los hechos, se instaló un escuadrón de 
Gendarmería Argentina, haciendo ocupación definitiva de Laguna del 
Desierto. 

Resulta muy difícil de entender que Chile aceptara esta ocupación y más 
aún que en 1991 se decidiera ir a un arbitraje, en circunstancias de que 
Laguna del Desierto era indiscutiblemente chilena. 

La mejor muestra de ello es la nota de protesta enviada a Argentina, tras el 
asesinato del teniente Merino, por el ministro de Relaciones Exteriores de 
Chile, Gabriel Valdés Subercaseaux: 

«De conformidad con el Tratado de Límites del 23 de julio de 1881 y el 
Laudo Arbitral de S. M. Británica del 20 de noviembre de 1902, el territorio 
denominado Laguna del Desierto, situado ente el hito 62, en la ribera sur del 
Lago O'Higgins, y el monte Fitz Roy, es incuestionablemente chileno, como 
ha sido oficialmente reconocido por el gobierno argentino en varios 
documentos oficiales publicados en ese país. 

»El avance de Gendarmería, violando territorio chileno, trajo, además, 
como gravísima consecuencia, el incalificable ataque a cuatro carabineros que 
se aprestaban a regresar a su Retén, en cumplimiento de instrucciones 
recibidas. El gobierno de Chile rechaza categóricamente la afirmación 
argentina de que estos cuatro hombres hubiesen abierto fuego contra el 
importante destacamento de Gendarmería que se aproximaba, veinte veces 
superior en número. Ocurrió precisamente lo contrario. Fueron los gendarmes 
los que dispararon contra nuestros Carabineros en una acción que no tiene 
excusas ni precedentes en la historia de nuestros conflictos limítrofes». 

Después de este grave incidente fronterizo, y pese a la ratificación de 
soberanía hecha por el canciller Valdés, la zona se mantuvo ocupada por 
Argentina. 


Negociaciones de 1991 


Fue en 1991 que los Presidentes Patricio Aylwin y Carlos Menem acordaron, 
según lo previsto en el Tratado de Paz y Amistad de 1984, acudir a un 
arbitraje internacional. 

Contra las voces que solicitaban en Chile que se recurriera a una corte 
internacional de prestigio, La Moneda aceptó la postulación trasandina de 
concurrir a un tribunal latinoamericano. Este tribunal, que se constituyó en 


Río de Janeiro, el 15 de diciembre de 1991, estuvo conformado por el 
colombiano Rafael Nieto Navia, que fue elegido Presidente por los demás 
jueces; el salvadoreño Reynaldo Galindo Pohl, el venezolano Pedro Nikken, el 
argentino Julio Barberis y el chileno Santiago Benadava. 

Finalmente, el 21 de octubre de 1994, el tribunal desestimó el recurso de 
revisión planteado por Chile, cediendo alrededor de 560 kilómetros 
cuadrados de territorio a Argentina. 

Así culmina otra historia de negociaciones con nuestro vecino. Pero este 
nuevo logro trasandino es mayor al medio millar de kilómetros cuadrados, ya 
que podría incidir a favor de Argentina en otro problema pendiente: Campos 
de Hielo Sur. 


Campos de Hielo Sur 


El 16 de diciembre de 1998, los Presidentes de Chile y Argentina, Eduardo 
Frei y Carlos Menem, firmaron el «Acuerdo para precisar el recorrido de 
límites desde el monte Fitz Roy hasta el cerro Daudet», con el fin de zanjar 
«los últimos puntos de la larga controversia por cuestiones limítrofes entre 
ambos países». 

Esa frase entre comillas es ya bastante conocida, ya que todo diferendo de 
límites con Argentina es calificado «como el último», pero está claro que las 
reclamaciones argentinas han demostrado ser inagotables. 

Así, se trató de ajustar la demarcación de las fronteras en la zona de Campo 
de Hielo Sur, denominación que tiene en el país la gran extensión de glaciares 
situada en Los Andes patagónicos y que posee una superficie aproximada de 
16.800 kilómetros cuadrados. 

Los litigios para establecer estos límites comenzaron en 1881. Sin embargo, 
las diferencias entre las partes fueron resueltas, lo que quedó claramente 
establecido en el Artículo IV del Laudo Arbitral de S.M. Británica, en 1902. 


Chile acepta revisar límites ya trazados 


Durante el gobierno de Patricio Aylwin se aceptó esta revisión del trazado 
limítrofe, establecido desde 1902, para su «delimitación definitiva 
recurriendo a tecnologías que no existían en la época». 

En 1998, bajo la administración de Eduardo Frei Ruiz-Tagle, en virtud del 
«Acuerdo para precisar el recorrido de límites desde el monte Fitz Roy hasta 
el cerro Daudet», se acordó con Argentina iniciar una nueva demarcación. 

Tras el acuerdo entre Frei y Menem, la zona en cuestión se dividió en dos 
partes: A y B. La primera va desde el cerro Murallón hasta el cerro Daudet, y 
la segunda, entre el monte Fitz Roy y el cerro Murallón. 

Seguido de ello, se estableció que una comisión mixta binacional sería la 
encargada de realizar los estudios geográficos y confeccionar una carta para 
dirimir definitivamente este impasse. En este punto es necesario aclarar, en 
honor a la verdad, que jurídicamente no existía ningún impasse, ya que la 
zona había sido delimitada en 1902, pero Buenos Aires insistió en renegociar, 


lo que fue aceptado por La Moneda. 

Dicha comisión estuvo sin sesionar desde su instalación hasta 2006. En ese 
año se reactivó, dado un reclamo formal de Chile, ya que la cartografía 
trasandina incluyó como propia el área reclamada por Argentina. 

Ante este reclamo oficial, la Cancillería del país vecino replicó que si había 
divergencias tenía que constituirse la comisión binacional, lo que no había 
sucedido en los últimos ocho años. De esta manera inició sus actividades este 
organismo, con un absoluto hermetismo. 

El fallecido senador Antonio Horvath, una de las pocas voces defensoras de 
nuestra soberanía austral en las últimas décadas, denunció en agosto de 2006 
que la postura chilena era débil y que alimentaba los apetitos del vecino país. 
Según el senador, con total falta de previsión el gobierno de Patricio Aylwin 
permitió que se discutiera sobre el tema, pese a que un tribunal británico 
había dirimido que existía acuerdo entre ambos países para fijar la línea 
divisora en esa parte de Campos de Hielo Sur. 

En otras palabras, fuimos a negociar voluntariamente algo que estaba 
absolutamente saldado 97 años antes. 


¿En qué va la negociación? 


Informaciones mantenidas con absoluta reserva señalan que la zona A ya fue 
delimitada en común acuerdo por ambos Estados, pero todavía falta su 
demarcación. En tanto, la B aún estaría pendiente de ambos trámites, pero 
existiría un gran avance, en el que Argentina se ha visto favorecida, tras la 
entrega de la Laguna del Desierto y su respectiva proyección. 

¿Por qué este misterio? 

Según  exfuncionarios diplomáticos, esta situación se mantiene 
forzadamente en statu quo, ya que finalmente la demarcación fijaría el límite 
internacional sobre una zona de glaciares, que en un sector llega a una 
distancia no superior a cinco o siete kilómetros del fiordo Peel, ubicado 
dentro de la comuna de Puerto Natales y que, obviamente, corresponde al 
Pacífico. 

Es una zona de hielos, que producto del calentamiento ambiental va en 
acelerada disminución. Se ha estimado, a través de recientes estudios 
científicos, que la masa de hielo a nivel global tiene un retroceso anual 
promedio que fluctúa entre los 0,70 y 1,0 metro, aunque hay algunos 


glaciares, como el Jorge Montt, que retrocede a una velocidad de 45 metros 
anuales. 

Seguramente en menos de treinta años, el límite argentino estará en una 
playa del océano Pacífico. 

Aunque en los mapas oficiales de ambos países el sector B aparece sin 
trazado de límite internacional, se asegura que ya habría sido acordado. 
Mientras los chilenos observamos pasivamente esta situación, o simplemente 
no es del interés de la mayoría, Argentina se ha esforzado en hacer presencia 
en el territorio aún no demarcado. Ello tiene como fin demostrar en algún 
momento, probablemente ante algún organismo internacional, que ellos han 
hecho soberanía allí, a diferencia de nuestro país. 

Entre muchas otras muestras de esta presencia trasandina, tenemos decenas 
de empresas de turismo que organizan expediciones desde la localidad de 
Chaltén a los Campos de Hielo Sur, específicamente a la zona a que aspiran 
los argentinos. En estos tours comerciales, las empresas que los organizan, sin 
pedir autorización, alojan a sus clientes en refugios instalados allí por 
expediciones científicas chilenas. 

Entre el 20 de septiembre y el 5 de octubre de 2018, la zona no demarcada 
fue recorrida íntegramente por una expedición militar argentina, conformada 
por patrullas de diversos regimientos de infantería de montaña y de la 
Escuela Militar de Montaña, sin siquiera dar aviso de esta irrupción en un 
área de la cual Argentina no ha adquirido derechos. 

El jefe de la expedición, mayor Sergio Cabrera, expresó: «Esta expedición 
marca un nuevo precedente con la presencia del Ejército Argentino en 
nuestro Campos de Hielo Sur, desarrollando la integración entre soldados de 
distintas regiones». 

A esta incursión de tropas trasandinas se debe adicionar la publicación del 
primer Inventario Nacional de Glaciares de Argentina, el cual incluyó como 
propio aquello que se encuentran en el lugar pendiente de demarcación. 

Estos dos últimos hechos provocaron inquietud en Chile, pero el malestar 
expresado por diversos políticos e intelectuales dejó de ser noticia en los 
medios chilenos al cabo de un par de semanas. 


¿Chile cortado en dos? 


Por eso hoy, en 2022, todo hace concluir que la delimitación pendiente en el 


Campo de Hielo Sur ya estaría resuelta, aunque se mantendría hibernando 
bajo los milenarios hielos, obedeciendo a una decisión de Estado por parte de 
Chile. 

¿Por qué este secreto? 

Lo más cierto —y no es un parecer de este autor, sino que de expertos en la 
materia y de exfuncionarios diplomáticos— es que este secreto intentaría 
ocultar en el tiempo uno de los más graves errores geopolíticos de nuestro 
país, por cuanto podría derivar en la partición de nuestro país en dos. 

Aunque estamos ante un absoluto secretismo en este pleito internacional, 
siempre hay antecedentes que se filtran y con base a ellos podríamos concluir 
que cuando esta demarcación territorial se haga oficial, los chilenos nos 
veremos enfrentados a las posibles siguientes pérdidas de territorio: 

De una superficie de 1540 kilómetros cuadrados, similar a la extensión de 
la Provincia de San Antonio o a la de Quillota. 

De 141 mil millones de metros cúbicos de agua dulce, una de las 
principales reservas hídricas del planeta, que cada día cobra más valor en el 
contexto del cambio climático y la escasez de agua. 

Pero lo extremadamente grave es que el territorio argentino quedaría a una 
distancia de siete kilómetros —y según otras estimaciones, de solamente 
cinco kilómetros— del fiordo Peel, perteneciente al océano Pacífico, sobre un 
terreno de hielos que irá retrocediendo cada vez con mayor rapidez, dados los 
aumentos de la temperatura, mutilando así nuestro país, que quedaría 
dividido en dos. 

¿Qué llevó a Chile a iniciar esta negociación en 1998? 

Como ya se ha dicho, Eduardo Frei Ruiz-Tagle aceptó la propuesta de su 
par argentino Carlos Menem para revisar este límite, previamente saldado por 
el Laudo Arbitral de 1902. 

Es de conocimiento público —esto ha sido citado por exembajadores de 
Argentina en Chile—, que nuestro país aceptó acceder a este «Acuerdo para 
precisar el recorrido de límites desde el monte Fitz Roy hasta el cerro 
Daudet», a cambio de que Argentina aprobara el Tratado de Integración y 
Complementación Minera, que se firmó finalmente en 1999. 

¿Hay algo que se pueda hacer para evitar el curso de estos 
acontecimientos? 

Nunca es tarde para sacar una lección. 

La solución está en manos del Estado de Chile. 


Y una solución posible es declarar la nulidad del acuerdo de 1998, firmado 
por Frei y Menem, y reconocer y mantener los límites del Laudo Arbitral de 
1902. Así Argentina quedaría, en su parte más occidental, a treinta kilómetros 
y no a cinco o siete kilómetros del Pacífico. 


Plataforma continental extendida: 
mirando hacia la Antártica 


Siempre se puede esperar algo más en cuanto a reclamaciones geográficas. 
Ahora, además del tema de Campos de Hielo Sur, Buenos Aires ha agregado a 
su bitácora un nuevo potencial conflicto. 

Esta nueva arremetida cartográfica consiste en la declaración de su 
Plataforma Continental Extendida, que incluyó mar territorial chileno, 
cortando las proyecciones antárticas de nuestro país. 

Y en este nuevo escenario figura la controvertida decisión del Presidente 
Sebastián Piñera, que como veremos más adelante, contrariando a todos los 
expertos, firmó un acuerdo con Argentina que en gran medida hipoteca 
nuestro mar austral y deja en vilo nuestra soberanía antártica. 


¿Qué es la plataforma continental extendida? 


La Convención de la Organización de Naciones Unidas sobre Derecho del Mar 
sostiene que los Estados ribereños tienen un mar territorial que se extiende 
por doce millas mar adentro, una zona contigua, consistente en 12 millas más 
y una zona económica exclusiva de otras 176 millas, con lo que se completa 
un total de 200 millas marinas. 

Este «territorio» puede llegar a extenderse hasta las 350 millas, si es que la 
plataforma continental geomorfológica se prolonga más allá de las 200 millas. 
Esta es la «plataforma continental extendida», donde países tienen soberanía 
para explorar y explotar recursos naturales, aunque sin afectar la navegación 
de otros países. 

Argentina, haciendo una interpretación de los límites marítimos, fijados a 
perpetuidad e inamovibles en el Tratado de Paz y Amistad de 1984, elaboró 
su carta de plataforma continental extendida. 

El Tratado de Paz y Amistad de 1984 definió seis puntos para fijar el límite 
marítimo al sur de cabo de Hornos. La plataforma continental reclamada por 
Argentina se extiende más al sur del punto más austral, lo que a juicio de 
Chile se sobrepone sobre su territorio marítimo. 

«Al sur del punto final del límite (punto F), la Zona Económica Exclusiva de 
la República de Chile se prolongará, hasta la distancia permitida por el 


derecho internacional, al oeste del meridiano 67” 16,0 de longitud oeste, 
deslindando al este con el alta mar», dice el Tratado de 1984. 

El trazado de la plataforma marítima extendida argentina se sobrepone 
sobre la zona económica de Chile, en una superficie de 5 mil 302 kilómetros 
cuadrados, al sur del cabo de Hornos. 


Hitos de este nuevo diferendo 


En diciembre de 2019, el Presidente Alberto Fernández anunció: 
«Defenderemos nuestros derechos soberanos sobre las islas Malvinas, la 
plataforma continental, la Antártida argentina y los recursos naturales que 
estas extensiones poseen, porque pertenecen a todos los argentinos». 

Esta aspiración trasandina se oficializó en agosto de 2020, cuando el 
Congreso argentino aprobó la Ley 27.557 sobre Espacio Marítimo, que 
estableció los límites de la plataforma continental, pasando a llevar el 
Tratado de 1984. 

En agosto de 2021, el gobierno de Chile publicó en el Diario Oficial la 
Carta Náutica N” 8, que establece las áreas jurídicas marítimas nacionales. 

La nueva carta, que fue inmediatamente objetada por Argentina, establece 
los límites de la plataforma continental de Chile en el mar Austral, desde 
Punta Puga a islas Diego Ramírez, en la Región de Magallanes y Antártica 
Chilena. 

En septiembre de 2021, tras la publicación de la nueva Carta Náutica 
chilena, la Cancillería argentina insistió en que «la medida intentada por 
Chile pretende apropiarse de una parte de la plataforma continental argentina 
y de una extensa área de los fondos marinos y oceánicos. La citada pretensión 
chilena no es aceptable para la República Argentina y plantea una situación 
que corresponderá resolver a través del diálogo en defensa de los derechos 
argentinos; de acuerdo con la histórica hermandad de nuestros pueblos y el 
derecho internacional». 

Lo cierto y ratificado por ambos países, al firmarse el Tratado de 1984, es 
que el denominado Punto F constituye un punto definitivo e inconmovible de 
la delimitación marítima del mar, suelo y subsuelo, entre Chile y Argentina. 

Esta meridiana descripción, que no deja lugar a interpretaciones, produce 
el efecto jurídico positivo de constituir el fin del límite de ambas soberanías. 
Además, genera el efecto geopolítico de impedir expresamente proyectar el 


meridiano del cabo de Hornos hacia el sur, más allá del Punto F, hacia el 
territorio antártico. 

Es por estas razones que la unilateral interpretación y reivindicación 
argentina de un sector de plataforma continental extendida, conforme a las 
normas de la Convención del Mar, posteriores a la ratificación del Tratado de 
Paz y Amistad de 1984, violan la letra y el espíritu del tratado. 


El legado de Piñera 


El último día de 2021, el exministro de Defensa Nacional, Mario Desbordes, 
desclasificó un hecho que hasta ese momento había pasado casi desapercibido 
y que podría traer graves consecuencias para nuestra soberanía. 

Se trata de una declaración conjunta de 52 puntos que firmaron Sebastián 
Piñera y su homólogo argentino Alberto Fernández, cuando este visitó 
Santiago el 26 de enero de 2021. 

En el punto 51 del documento, el Presidente Piñera reiteró el respaldo del 
Gobierno de Chile a los derechos de soberanía de la República Argentina 
sobre las islas Malvinas, Georgias del Sur, Sandwich del Sur y los espacios 
marítimos circundantes. 

Piñera insistió en firmar este documento, no obstante las peticiones de que 
no lo hiciera emitidas por los comandantes en jefe de las Fuerzas Armadas, en 
especial de la Armada de Chile, transmitidas al primer mandatario a través 
del conducto regular, es decir el Ministerio de Defensa Nacional. 

Se le explicó al Presidente Piñera que apoyar la reivindicación argentina, 
en especial en «los espacios marítimos circundantes», sería un error, sobre 
todo hacerlo después de que Argentina había inscrito ante la ONU su 
plataforma continental extendida, que se atribuye para sí más de 5 mil 
kilómetros cuadrados de mar chileno. No obstante, Piñera no escuchó estas 
opiniones y firmó dicho documento. 

Desbordes, que ya había dejado el cargo de ministro de Defensa cuando se 
firmó este acuerdo, lo calificó de inmediato como un gran desacierto, 
enviando el siguiente mensaje: 

«Gran error invitar al Presidente argentino, después de que desconoce 
Acuerdo de Paz y Amistad con Chile, publicando mapas que envía a la ONU 
con pretensiones en temas ya zanjados. Se puede mantener relación 
razonable, pero si el vecino me corre el cerco, no lo invito a un asado a mi 


casa, es una rara señal...». 

Por su parte, el excomandante en jefe de la Armada, almirante Miguel 
Ángel Vergara, Presidente de la Liga Marítima de Chile, refiriéndose al 
acuerdo firmado por Piñera, señaló en una entrevista a El Líbero, el 13 de 
febrero de 2021: «Me parece que la ambición geopolítica argentina es global 
y no corresponde parcializarla, apoyando una parte y rechazando otras; 
además, no es claro qué abarca la expresión “los espacios marítimos 
circundantes” de la Declaración Conjunta. Por otra parte, no veo a título de 
qué nos enemistamos con un tradicional aliado, como lo es el Reino Unido, 
para favorecer a un supuesto partner que abiertamente nos está disputando 
soberanía». 

El almirante Vergara considera que: «En el mismo sentido, me parece un 
error la declaración de la Directora de la Dirección de Fronteras y Límites, el 
30 de enero de 2021, en cuanto a que serían independientes las aspiraciones 
argentinas al sureste del punto F, la Antártica y la proyección de las Falkland- 
Malvinas e islas adyacentes. A mi juicio, estamos ante una visión geopolítica 
integral de Argentina que no es inocua a nuestros intereses. Argentina se está 
posicionando para retomar a futuro su tesis bioceánica, asumiendo que el 
meridiano del cabo de Hornos sería el límite entre el Pacífico y el Atlántico, 
lo que se proyectaría hasta el Polo Sur, dejándonos prácticamente sin 
territorialidad antártica». 


¿Qué se espera a futuro? 


Recorriendo la historia de nuestras relaciones limítrofes con Argentina, se 
puede determinar un patrón de conducta que, con certeza, señala que Buenos 
Aires actuará igual como en los casos de la puna de Atacama, la Patagonia, el 
Beagle, Laguna del Desierto y Campos de Hielo Sur. 

Ya han dado el primer paso, que es crear el escenario mediante una nueva 
cartografía. Sigue la segunda parte de esta conocida trilogía, que es el 
llamado a dialogar, para finalmente negociar. A negociar algo que no estaba 
en litigio, pero que artificialmente fue instaurado como tal. 

Esto podría llevarnos a perder los derechos sobre el Territorio Antártico 
Chileno, en el que, por ahora, no se puede ejercer soberanía ni explotación 
comercial en virtud el Tratado Antártico. 

Pero como en estas materias se debe trabajar a largo plazo, se sabe que 


algún día se podría poner fin a ese tratado y, de prosperar esta declaración de 
plataforma continental extendida, a futuro Argentina podría tener propiedad 
sobre una extensa parte de este continente y de todas las riquezas minerales 
que esconde bajo su cada vez más débil capa de hielos. 

Podríamos estar ante otra gran pérdida territorial, consistente en parte o la 
totalidad de nuestro vértice antártico, que no es menor, ya que tiene una 
superficie de 1 millón 250 mil kilómetros cuadrados, casi el doble de nuestra 
actual superficie continental. 

Pero no está todo dicho. Confiemos en que nuestros gobernantes, políticos 
e intelectuales puedan sacar lecciones de la historia y provocar un cambio. 

Cuando me refiero a generar un cambio en las negociaciones, no me refiero 
a un actuar belicoso ni agresivo, sino a una firme defensa de nuestros 
legítimos derechos, actuando permanentemente dentro de la legalidad y 
manteniendo las buenas relaciones con el vecino país. 
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